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Informe en interés de la CAMBRA DE CONTRACTISTES 

D´OBRES DE CATALUNYA 

 

 

Asunto: INFORME COMPARATIVO SOBRE LICITACIONES DE 

CONTRATOS DE OBRAS DE CONSTRUCCIÓN EN CATALUÑA 

Fecha: 22 de diciembre de 2023 

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La Cambra de Contractistes d´Obres de Catalunya (en lo sucesivo, CCOC) es una 

organización empresarial que agrupa de forma voluntaria a más de ochenta empresas que 

trabajan de forma habitual con las entidades del sector público. Las empresas asociadas vienen 

realizando el 80% de las obras públicas que se construyen en la citada Comunidad Autónoma 

licitadas por entidades públicas estatales, autonómicas y locales. 

 

La calidad de la contratación pública es el objetivo perseguido tanto por la regulación europea 

como por la legislación de contratos del sector público española en la medida en que permite 

optimizar los recursos públicos siempre limitados. Uno de los principales indicadores de 

calidad es la concurrencia de licitadores. De hecho, es, junto con la transparencia, uno de los 

indicadores tomados en consideración por la Comisión Europea para analizar el cumplimiento 

por los Estados miembros de la política europea en materia de contratación pública.  

  

Aunque existen instrumentos creados por la legislación de contratos del Sector público que 

ofrecen información cuantitativa, para que la proporcionada por estas bases de datos pueda 

tener una utilidad práctica, es necesario realizar un estudio cualitativo de estos datos que 

permita arrojar conclusiones sobre la calidad de la contratación pública. Al respecto de esta 

materia, el Consejo de la Unión Europea ha publicado unas conclusiones respecto a la inversión 

pública a través de la contratación pública: recuperación sostenible y reactivación de una 

economía de la UE resiliente (2020/C 412 I/01) en donde se pone el foco a la correcta 

satisfacción de la necesidad que se pretende cumplir vía contrato público y donde, lógicamente, 

la mejor calidad debe ser un principio irrenunciable. En este sentido, la calidad de la 

contratación pública se circunscribe a los principios de buena administración y eficiencia sin 

que pueda ser interpretado, exclusivamente, desde un punto de vista económico (es decir, 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020XG1130(03)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020XG1130(03)&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020XG1130(03)&from=ES


 

3 de 112 

como la oferta económicamente más ventajosa o aquella que permita hacer más por menos) 

La calidad de la prestación es, por tanto, un elemento irrenunciable tanto en la planificación 

contractual como en la propia gestión del concreto contrato público y debe estar en todo 

momento contextualizada en el concreto ámbito de la prestación que se demanda. Esta visión 

cualitativa debe prevalecer en el ámbito de la contratación pública, en lugar de limitarse a 

obtener unan prestación por el menor precio posible. 

 

En concreto, este informe trata de analizar la evolución de la calidad de los contratos públicos 

de obra licitados en Cataluña tras la pandemia, una vez recuperada la actividad económica y 

revitalizada la inversión pública. Y todo ello en un escenario de continuas subidas de precios 

de los componentes esenciales de la prestación en los contratos de obras.  

 

Acontecimientos de índole internacional, tales como la crisis sanitaria causada por el COVID-

19 y la posterior guerra de Ucrania1 o la situación actual en Oriente próximo, han incidido en 

un incremento absolutamente extraordinario de los precios que ha afectado tanto a los 

contratos que ya estaban en ejecución durante el año 2021 como a aquellos debían licitarse en 

un escenario inflacionista, cuya evolución y recorrido era absolutamente imprevisible.  

 

Tanto es así que el Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la 

sostenibilidad del transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena 

logística, y por el que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la 

que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE 

para el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de 

medidas excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras (en 

lo sucesivo, “RDL 3/2022”), reconocía que los precios estaban experimentando un incremento 

tan extraordinario que excedía el riesgo y ventura del contratista. Y ello amenazaba la 

viabilidad de los contratos que estaban en ejecución, dado que el contratista se veía obligado a 

asumir en solitario el incremento del coste en aquellos casos en los que los contratos no 

preveían revisión de precios o, aún previéndola, no se habían cumplido los requisitos de tiempo 

y nivel de ejecución para poder aplicarla.  

 

Pero también ponía en riesgo la nueva contratación ya que el contratista no podría anticipar 

los precios a que tendría que hacer frente durante la ejecución, aun en el caso de que la entidad 

pública se hubiera hecho eco de su incremento hasta el momento de preparación del contrato.  

 

 
1 https://www.consilium.europa.eu/es/policies/eu-response-ukraine-invasion/impact-of-russia-s-invasion-of-
ukraine-on-the-markets-eu-response/ 

https://www.consilium.europa.eu/es/policies/eu-response-ukraine-invasion/impact-of-russia-s-invasion-of-ukraine-on-the-markets-eu-response/
https://www.consilium.europa.eu/es/policies/eu-response-ukraine-invasion/impact-of-russia-s-invasion-of-ukraine-on-the-markets-eu-response/
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No se trataba de que la administración asumiera en solitario el incremento de los precios, pero 

sí que, al menos, compensara parciamente al contratista, arbitrando una revisión de precios 

extraordinaria para la que no se exigía ni tiempo ni un determinado nivel de ejecución que se 

imponía ex lege, sin necesidad de previsión en los pliegos de condiciones contractuales.  

 

Como quiera que la aplicación automática de la revisión extraordinaria solo abarcaba a las 

entidades del sector público estatal, en Cataluña se extendió esta fórmula a las entidades 

autonómicas y locales de su ámbito territorial por el ACUERDO GOV/60/2022, de 5 de abril, 

para la aplicación en Cataluña de las medidas excepcionales en materia de revisión de precios 

en los contratos públicos de obras (Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya, Núm. 8643 - 

7.4.2022). 

 

En cualquier escenario las fórmulas de revisión de precios, como elemento modulador del 

principio de riesgo y ventura del contratista, son esenciales ya que permiten acomodar la 

contraprestación a los precios reales de los elementos de la prestación, ya sea para que la 

administración no page más de lo que debe, o ya sea para el contrista no tenga que asumir en 

solitario esos incrementos. Tanto más en un escenario alcista en que los precios quedan 

desfasados incluso antes de iniciar la ejecución de la obra. Pero, como veremos no todos los 

contratos licitados una vez que el Gobierno y Comunidades Autónomas han reconocido la 

situación de incremento extraordinario de los precios, recogen una fórmula de revisión de 

precios.   

 

Como igualmente se verá, ni siquiera las entidades contratantes han adaptado los presupuestos 

de licitación a los precios reales del mercado en el momento de la licitación, lo que ha incidido 

en una menor concurrencia. Ello perjudica, sin duda, la correcta ejecución de los contratos 

administrativos y privados de los entes públicos, con el claro perjuicio que ello supone para el 

interés público al que sirve el contrato. 

 

 

II. OBJETO 

 

En este Informe se han intentado analizar aquellos factores que, de forma aislada, o puestos 

en relación unos con otros, han podido incidir en la calidad de la obra pública realizada en el 

territorio de la Comunidad Autónoma catalana. Para ello se han estudiado los procedimientos 

de licitación de las entidades del sector público estatal, autonómico y local que se han 

considerado más presentativas y que se han llevado a cabo en el periodo que va desde el 1 de 

diciembre de 2020 al 31 de mayo de 2023.  

https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8643/1899955.pdf
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/8643/1899955.pdf
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Se ha analizado la participación, el presupuesto de licitación, el peso del precio entre los 

criterios de adjudicación, las fórmulas de revisión de precios y aquellas otras cláusulas 

contractuales que o bien podían incrementar el riesgo y ventura del contratista o bien podían 

dificultar la calidad del contrato complicando su ejecución. Todo ello con la finalidad de poner 

de manifiesto los aspectos que permiten plantear propuestas para la mejora de la calidad de 

los contratos de las obras públicas que se llevan a cabo en Cataluña. 

 

De conformidad con lo previsto en la propuesta de servicios profesionales de Andersen, el 

presente Informe se ha elaborado a partir del análisis de una muestra significativa de pliegos 

en licitaciones de contratos de obra de construcción publicadas entre el 01/12/2020 y el 

31/05/2023, para presupuestos superiores a 500.000 euros por obra. 

 

Los pliegos examinados corresponden a una selección de las diez entidades que licitan obra 

por más importe en el territorio catalán, siendo las siguientes: 

  

- Administrador de Infraestructuras Ferroviarias y de Alta Velocidad (ADIF): a efectos 

de la LCSP, es administración pública (art. 3.2.d) LCSP). 

- Aena, SME SA (AENA): a efectos de la LCSP, no es administración pública (3.3.d) 

LCSP). 

- Autoritat Portuaria de Tarragona (APT): a efectos de la LCSP, no es administración 

pública (artículo 3.3.a) LCSP). 

- Autoritat Portuaria de Barcelona (APB): a efectos de la LCSP, no es administración 

pública (artículo 3.3.a) LCSP).  

- Barcelona d’Infraestructures Municipals SA (BIMSA): a efectos de la LCSP, no es 

administración pública (artículo 3.3.d) LCSP) 

- Barcelona de Serveis Municipals SA (B:SM): a efectos de la LCSP, no es administración 

pública (artículo 3.3.d) LCSP) 

- Dirección General de Carreteras (DGC): a efectos de la LCSP, es administración pública 

(artículo 3.2.a) LCSP). 

- Institut Municipal Habitatge I Rehabilitacio De Barcelona (IMHAB): a efectos de la 

LCSP, es administración pública (artículo 3.2.b) LCSP). 

- Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU (IGC): a efectos de la LCSP, no es 

administración pública (artículo 3.3.a) LCSP). 
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- Institut Català de la Salut (ICS): a efectos de la LCSP, es administración pública 

(artículo 3.2.a) LCSP). 

- Servei Català de la Salut (CatSalut): a efectos de la LCSP, es administración pública 

(artículo 3.2.a) LCSP). 

  

Para la realización del presente Informe se han examinado los siguientes parámetros en cada 

una de las licitaciones analizadas para, a raíz de las mismas, intentar comprender tendencias, 

similitudes, diferencias y cualquier otra conclusión que nos permita tener un mejor 

conocimiento de la contratación de la obra pública en Cataluña y poder accionar en 

consecuencia: 

 

- Tipo de obra 

- Clasificación 

- Fecha Publicación 

- Fecha Adjudicación 

- Presupuesto Base (sin IVA) 

- Importe de adjudicación (sin IVA) 

- Porcentaje de baja respecto PB 

- Valor Estimado (sin IVA) 

- Sistema de retribución 

- Adscripción de medios 

- Nº licitadores 

- Porcentaje de baja media respecto PB 

- Precio medio ofertado 

- Precio ofertado menor 

- Precio mayor ofertado 

- Peso del precio en los criterios de valoración 

- Duración (meses) 

- Previsión de Modificación 

- Revisión de Precios 



 

7 de 112 

- Fórmula de revisión de precios 

- Penalizaciones (incumplimiento plazo duración contrato) 

- Indemnización por suspensión del contrato por causas no imputables al contratista 

- Precio del Acero 

- Precio del Hormigón 

 

Los datos de los parámetros objeto de análisis ha sido unificados, en la medida de lo posible, 

para simplificar la información y poder obtener relaciones entre ellos.  

 

Así, los datos numéricos lo son con dos decimales, los importes y cuantía lo son sin IVA y los 

datos escritos se han redactado de tal forma que, aunque se trata de una transcripción literal 

de los previsto en los pliegos, recojan el fundamento de estos a fin de unificar los datos 

empleados.   

 

A raíz de los datos obtenidos, el Informe se centrará en las siguientes cuestiones: 

 

1. Segmentación por volumen de licitación. 

2. Análisis del sistema de retribución. 

3. Análisis de la participación, presupuesto base, importe de adjudicación y bajas 

propuestas. 

4. Análisis del precio de los materiales. 

5. Peso del precio en los criterios de adjudicación. 

6. Análisis de las cláusulas de aseguramiento. 

7. Análisis de las penalizaciones. 

8. Análisis de la cláusula de indemnización en caso de suspensión de la obra por causas 

no imputables al contratista. 

9. Análisis de las cláusulas de revisión de precios. 

 

Al final de cada cuestión analizada en el presente Informe, y a modo de resumen, se redactarán 

unas conclusiones, sin perjuicio de las conclusiones que se recogerán al final del documento. 
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III. ORGANISMOS DE CONTRATACIÓN ANALIZADOS Y EXPOSICIÓN DE 

LOS DATOS 

 

El número total de expedientes de licitación analizados, divididos por poderes adjudicadores, 

han sido los siguientes:  

 

1. Entidades del Ayuntamiento de Barcelona: 222 expedientes, distribuidos de la 

siguiente forma: 

 

• BIMSA: 180 expedientes. 

• B:SM: 29 expedientes. 

• IMHAB: 13 expedientes. 

 

Del total de estos 222 expedientes: 

 

- 14 expedientes se encuentran “en trámite”, es decir, están pendientes de 

resolución de manera que no hay datos concretos de las ofertas presentadas.  

- 2 expedientes se licitaron mediante el procedimiento de Acuerdo Marco. Por lo 

tanto, al igual que el anterior, no hay datos concretos de las ofertas.  

- 5 habrían quedado sin adjudicar por los siguientes motivos:  

o EXPEDIENTE 2022ZO0168OB: Desistimiento del órgano de 

contratación por circunstancias concurrentes tras la licitación de las 

obras2. 

o EXPEDIENTE 22/040: Desistimiento de la adjudicataria por 

imposibilidad de realizar la obra en los plazos establecidos en el contrato 

por la imposibilidad de obtener los suministros necesarios por razones 

derivadas de la ruptura de stock3.  

 
2 Para dicho expediente, se decidió desistir del procedimiento de adjudicación del proyecto de adecuación de la 
antigua instalación del guepardo por otra especie (lince ibérico) del Zoo de Barcelona porque, en dicho momento, 
teniendo en cuenta las obras que se encontraban en trámite en el Parque Zoológico y las previstas para el año 2024 
así como las necesidades y prioridades del ente que emergieron tras la publicación del expediente aquí analizado, 
se consideró oportuno replantear y priorizar algunas de las obras en proceso. 

 
3 Según se explicó por el adjudicatario: “dada la situación coyuntural por la que atraviesa la economía mundial, 
con situaciones recurrentes de colapso de la producción y de las redes comerciales de distribución, recientemente 
se volvió a contactar con diferentes empresas proveedoras habituales de contenedores marítimos, que coinciden 
en poner de manifiesto que en los mercados internacionales se ha constatado una carencia generalizada de lo que 
está considerado elemento característico del contrato como consecuencia de una situación de “ruptura de stock”, 
adjuntando comunicaciones con diferentes proveedores donde se advierte “su incapacidad para garantizar el 
suministro de la totalidad de contenedores (80 ut) precisos para ejecutar la obra”, indicando además que “la 

 



 

9 de 112 

o EXPEDIENTE 2021ST0161OB: Exclusión de las empresas que se 

presentaron al concurso al no cumplir con la clasificación exigida.  

o EXPEDIENTE 602.2022.001 (lote 1 y 2): No se presentaron ofertas al 

Lote 2 que hicieron imposible la ejecución del contrato.  

- 195 expedientes tuvieron un proceso de licitación que concluyó con 

adjudicación. El promedio de licitadores es de 10. En 129 expedientes los 

ofertantes fueron inferiores a este número. De esos expedientes, el promedio de 

baja en las ofertas es de 12,16%, siendo la mayor baja de un 37,61% y la menor, 

de un 0%. En una de las licitaciones concurriendo 5 licitadores el contrato se 

adjudicó por el presupuesto base. En 21 expedientes ninguno de los licitadores 

ofreció una baja superior al 4%.  

 

 

Gráfica 1 - Expedientes licitación Ayuntamiento de Barcelona4 

 

 

 

 

 

 

 

 
función estructural atribuida en los contenedores determina que estos funcionan como un conjunto o sistema, de 
forma que una incidencia en su suministro durante la ejecución de la obra podría determinar no sólo uno retraso 
indefinido en su finalización por circunstancias sobrevenidas e imprevistas, sino además un riesgo para la propia 
obra y para terceros, como consecuencia de la eventual imposibilidad de consolidar estructuralmente la misma”, 
y solicitando finalmente se deje sin efecto la oferta presentada.” 

 
4 Salvo que se especifique otra cosa, la fuente de las gráficas de este informe es Andersen. 
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2. Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU: 216 expedientes. 

 

De dichos expedientes:  

- 32 se encuentran “en trámite” 

- 1 expediente fue adjudicado a través de un sistema dinámico de contratación. 

El objeto del Sistema Dinámico de Contratación (en adelante, SD) consiste en 

la selección de las empresas que podrán participar en la licitación de los 

contratos específicos impulsados en el marco del SD, así como establecer las 

condiciones que regirán la adjudicación de estos contratos. 

- 14 expedientes fueron licitados como Acuerdo Marco, por lo que carecemos de 

datos sobre ofertas presentadas. 

- 6 expedientes han terminado sin adjudicar por los siguientes motivos: 

o EXPEDIENTE OP. PGM-19206: El único licitador no cumple con el 

requisito de solvencia del apartado 9 del cuadro de características (la 

clasificación del contratista) y, por tanto, se entiende que retira su oferta 

según cláusula 10.7 del PCAP (no presenta correctamente la 

documentación exigida o no lo hace en el plazo de subsanación 

ofrecido).  

o EXPEDIENTE OP.TA-16203-AA (Lote 1): No se presentó ninguna 

oferta en el plazo ofrecido.  

o EXPEDIENTE OP. XC-10020.3 (Lote 1): No se presentó ninguna oferta. 

o EXPEDIENTE OP. JVX-18300: No se presentó ninguna oferta.  

o EXPEDIENTE OP.JVX-18317: No se presentó ninguna oferta 

o EXPEDIENTE XL-15022 (Lote 1): No se presentó ninguna oferta para 

el Lote 1 pero sí para el 2. 

- De los 163 restante, que fueron adjudicados, el promedio de licitadores es de 6. 

Por debajo de 6 licitadores, habría un total de 87 expedientes. El porcentaje 

mayor de baja de estos expedientes es del 24 % y desatacan 10 expedientes con 

una baja inferior al 1% siendo, la menor baja, de un 0%. La media de bajas sería 

de un 8,29%. 
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Grafica 2 - Expedientes licitación IGC 

 

3. Departamento de Salud de la Generalidad de Cataluña: 93 expedientes, 

repartidos de la siguiente forma: 

 

• ICS: 83 expedientes. 

• CatSalut: 10 expedientes. 

 

De esos, 93 expedientes: 

 

- 4 se encuentran “en trámite”. 

- 12 habrían terminado sin adjudicar por los siguientes motivos:  

o EXPEDIENTE CO/AH02/1101297944/22/PS (Lote 1): No se presentó 

ninguna oferta. 

o EXPEDIENTE CO/AH01/1101322243/22/PS: Se presentó una 

empresa, pero no incluyó oferta económica, por lo que la mesa declaró 

desierto el expediente. 

o EXPEDIENTE CO/CC00/1101309683/22/PS (lotes 1 y 3): No constan 

los motivos de la no adjudicación de este contrato ya que en la 

plataforma únicamente existe justificación de adjudicación del lote 2.  

o EXPEDIENTE CO/AH01/1101313032/22/PS: el órgano de contratación 

desistió del procedimiento.  

o EXPEDIENTE CO/AH01/1101314783/22/PS (Lote 1): No se presentó 

3%

15%

7%

75%

Expedientes licitación IGC

DESIERTO/DESISTIDO

EN TRÁMITE

SISTEMA DINÁMICO
/ACUERDO MARCO

ADJUDICADOS



 

12 de 112 

ninguna empresa 

o EXPEDIENTE CO/CC00/1101316837/22PO (Lote 3): Fue el único de 

los 5 lotes no adjudicados. No se presentaron ofertas.   

o EXPEDIENTE CO/AH07/1101320364/22/PS: Se excluyó la única 

empresa ofertada porque en el sobre correspondiente no se incluye la 

clasificación empresarial requerida ni se acredita la solvencia con 

medios externos. 

o EXPEDIENTE CO/AH03/1101327834/22/PS: No se presentó ninguna 

oferta, el procedimiento quedó desierto. 

o EXPEDIENTE CO/AH07/1101334915/23/PS: No se presentó ninguna 

oferta, el procedimiento quedó desierto. 

o EXPEDIENTE CO/AH01/1101330059/23/PS: Dado que la única 

licitadora no incluyó oferta económica, el procedimiento quedó desierto 

o EXPEDIENTE CO/AH02/1101260868/21/PS: La adjudicataria 

presentó escrito de renuncia cuyos motivos fueron estimados por el 

órgano de contratación “dado que las causas aducidas por la empresa 

para motivar la renuncia son totalmente ajenas a la misma” 

- De los expedientes restantes (77) el promedio de licitadores es de 3 ofertantes. 

Por debajo de 3 licitadores, habría un total de 30 expedientes. El porcentaje 

mayor de baja de estos expedientes es del 26,19% y, el menor, de un 0%, 

desatacando 18 expedientes con una baja inferior al 1%. La media de bajas es de 

un 4,91%. 

 

Gráfica 3 - Expedientes licitación Dpto. Salud 
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4. Autoridad Portuaria: 38 expedientes, repartidos de la siguiente forma: 

 

• APT: 12 expedientes. 

• APB: 26 expedientes. 

 

En dichos expedientes sucede que:  

- 1 expediente se encuentra “en trámite”. 

- 5 concluyeron sin adjudicación: 

o EXPEDIENTE 2022_065 : La única licitadora no alcanzó la puntuación 

mínima exigida en los criterios de adjudicación evaluables mediante 

juicio de valor y, por tanto, queda excluida.  

o EXPEDIENTE 2023_023: Se anuló la adjudicación por defectos 

formales del procedimiento5. 

o EXPEDIENTE 2022-00205: No se presentaron ofertas válidas a la 

licitación al quedar excluida la única oferta presentada por no subsanar 

la clasificación empresarial y presentar una oferta económica 

incompleta. 

o EXPEDIENTE 2022-00345: No hubo ofertas admitidas a licitación.  

o EXPEDIENTE 2022-00226: No se presentaron ofertas. 

- De los expedientes restantes (32) el promedio de licitadores es de 7. Por debajo 

de 7 licitadores, habría un total de 19 expedientes. El porcentaje mayor de baja de 

estos expedientes es del 23,92% y solo habría 1 expediente con una baja inferior 

al 1%, del 0,54%. La media de bajas es del 13,85%. 

 
5 La falta de adjudicación en este caso se debió a que la Comisión Técnica omitió valorar uno de los aspectos sujetos 
a valoración y ello da lugar al quebranto del secreto de la proposición de ofertas y vulnerado el art. 146.2º b) de la 
Ley 9/2017. 
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Gráfica 4 - Expedientes licitación Autoridad Portuaria 

 

5. Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible: 100 expedientes, repartidos 

de la siguiente manera:  

 

• ADIF: 78 expedientes. 

• AENA: 14 expedientes. 

• DGC: 8 expedientes. 

 

De estos expedientes resulta que:  

 

- 10 expedientes “en trámite” o pendientes de resolución: 

- 6 expedientes que han concluido sin adjudicación:  

o EXPEDIENTE 3.21/27507.0033: Los 14 licitadores retiraron sus ofertas 

por exceder el plazo de adjudicación.  

o EXPEDIENTE 3.22/27507.0094: No se presentan ofertas 

o EXPEDIENTE 3.22/27507.0289: No se presentaron ofertas  

o EXPEDIENTE 3.23/27507.0047: No se presentaron ofertas 

o EXPEDIENTE DIN-105/2022: El procedimiento quedó desierto sin que 

consten publicados los motivos específicos.  

o EXPEIDENTE DIN-105/2023: El procedimiento quedó desierto sin que 

consten publicados los motivos específicos.  
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- De los restantes 84 expedientes, el promedio de ofertantes fue de 6. Por debajo 

de esa cifra, el número de expedientes únicamente se reduce a la mitad, (43). De 

estos expedientes con poca participación (es decir, de esos 43 expedientes), el 

porcentaje mayor de baja es de 24,88 % destacando únicamente 3 expedientes 

que presentan una baja ofertada inferior al 1%, siendo la menor de todas del 

0,04%. La media de bajas es de un 12,12%. 

 

 

Gráfica 5 - Expedientes licitación MITMS 

 

Respecto de los contratos que han resultado sin adjudicar (gráficas de 1 a 5) cabe resaltar que 

las entidades públicas con mayor número de contratos sin adjudicar son el Departamento de 

Salud (13%) y la Autoridad Portuaria (13%).   

 

No obstante, la relación de entidades que tuvieron más expedientes que no concluyeron en 

adjudicación por falta de ofertas fueron IGC (cinco de los seis expedientes), Departamento de 

Salud (en concreto, ICS) y el Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible (en concreto, 

Adif).  
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Gráfica 6 - Contratos sin adjudicar, destacando aquellos que lo fueron con motivo de no 

haber tenido ofertas 

 

El Observatorio de contratos desiertos en España6 publicó un breve informe sobre esta 

cuestión en relación con los contratos desiertos en el primer semestre de 2022 en donde 

concluyó que:  

 

“El constante aumento de los precios –9,8% de inflación interanual en marzo– y el 

encarecimiento de las materias primas desde la pasada primavera se ha trasladado 

a la licitación de obra pública de manera acusada. Según datos recopilados 

por Gobierto Contratación (contratos.gobierto.es) de la Plataforma de 

Contratación del Sector Público, una de cada diez adjudicaciones de obras resueltas en 

el primer trimestre del año quedó desierta, el triple que hace un año, cuando uno de 

cada 31 contratos finalizaba sin adjudicatario.” 

 

Según los datos de los contratos analizados para este Informe, durante el año 2021 los 

contratos desiertos eran más que residuales (apenas un par), concentrándose el 

grueso de procesos sin adjudicar entre julio y diciembre de 2022. De los contratos 

que sí han sido objeto de licitación en 2023 y que aquí se han analizado, la 

tendencia sigue siendo más elevada que en el año 2021 pero rebajando los datos 

del año 2022. 

 

En concreto, en aquellas entidades en las que la falta de presentación de ofertas que han 

desembocado en la no adjudicación de los contratos es relevante por su elevada incidencia 

(IGC, ICS y Adif) resulta que: 

 
6 https://www.gobierto.es/blog/contratos-desiertos-obra-publica-inflacion-precios 
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- Todos ellos son contratos con un presupuesto incluido en el Tramo 1 (entre 550.000 € 

a 1.600.000 €),  

- La duración del contrato era inferior a 12 meses (especialmente llamativo en los 

contratos de ADIF con duración inferior a los 3 meses) y,  

- La fecha de publicación se concentra en los meses de junio a agosto de 2022 y de 

octubre a noviembre del mismo año.  

 

Estos procedimientos que finalizaron sin que se presentaran ofertas coinciden 

con unos contratos que incorporan unos precios de materias primas muy 

inferiores a los precios de mercado, tal y como se analiza más adelante en el 

apartado correspondiente de este informe.  

 

Finalmente, es importante atender a las bajas ofertadas, aunque estas hayan de ponerse en 

relación con el peso del precio entre los criterios de adjudicación; con la fórmula que se utiliza 

para la puntuación de la baja según que lo que se prime sea la baja más baja, o la baja sobre la 

baja media, y con factores subjetivos como son la falta de actividad de las empresas generada 

por circunstancias económicas generales.  

 

En cualquier caso, los presupuestos base de licitación con precios especialmente ajustados 

necesariamente conllevan bajas menores mientras que presupuestos más realistas, que 

permiten mayores bajas. Como se muestra en la gráfica 7, la media de las bajas ofertadas por 

los adjudicatarios es inferior a un 20%. Destaca el Departamento de Salud, donde el promedio 

de bajas es de un 5%. Le sigue IGC con un promedio del 9%, diferenciándose entre 4 y 6 puntos 

de los procesos de licitación de los entes adjudicadores del Estado, como son las de las 

Autoridades Portuarias y las entidades dependientes del Ministerio de Transportes y Movilidad 

Sostenible. 

 

Es significativo, además, relacionar el promedio de bajas que se muestra a continuación con el 

peso que cada poder adjudicador otorga al elemento del precio como criterio de evaluación. 

Como se muestra en la gráfica 7, en los contratos donde el preso del precio es muy significativo 

(de más del 50% de la puntuación de los criterios evaluables) el promedio de bajas debería ser 

mayor a aquellos contratos en los que el precio tenga una menor influencia pues en los 

primeros, los ofertantes para lograr ser adjudicatarios deben ofrecer bajas mayores. Esta 

hipótesis se mantiene para los entes autonómicos -IGC y Departamento de Salud- y con menor 

claridad para la Autoridad Portuaria (donde apenas hay diferencias entre uno y otro) pero, sin 
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embargo, para el Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible se invierte esta situación.  

 

 

Gráfica 7 - Promedio de bajas ofrecidas en los distintos poderes adjudicares7 

 

 

IV. ANÁLISIS 

 

Acordados los términos de evaluación de este Informe según se reflejó en la propuesta de 

servicios y conversaciones posteriores, pasaremos a analizar, detenidamente, uno por uno, los 

mismos.  

 

1. Segmentación por volumen de licitación 

 

Son tres los tramos de segmentación analizados, teniendo en cuenta que sólo se han analizado 

aquellas licitaciones de importe superior a 500.000 euros:  

 

• Tramo 1: 500.000 € - 2.400.000 € 

• Tramo 2: 2.400.000 € - 5.000.000 € 

 
7 Al respecto de los datos contenidos en la gráfica 7, con respecto a la baja media ofertada para los contratos 
licitados por los entes adjudicares incluidos en el Ministerio de Transporte y Movilidad Sostenible es necesario 

señalar que los contratos licitados por AENA no tienen publicada esa información. Por lo tanto, la gráfica 
únicamente contiene los datos relativos a ADIF y la DGC. 
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• Tramo 3: > 5.000.000 € 

 

A los efectos de determinar los importes de cada uno de los tramos se han tenido en cuenta los 

presupuestos base de licitación.  

 

Cuando el contrato está distribuido en lotes, se ha tenido en cuenta para su inclusión en cada 

tramo el presupuesto de licitación de cada lote, de manera que no siempre el tramo se 

corresponde con el importe total de la obra. La división en lotes favorece, videntemente, la 

competencia pues permite la participación de empresas que no tendrían acceso al contrato si 

no se hubiera repartido en lotes.    

 

A continuación, se expone la segmentación por tramos en cada uno de los diferentes poderes 

de adjudicación analizados, a fin de conocer el tipo de obra que, por cuantía, resulta más 

numeroso.  

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

Tal y como se muestra en la gráfica 8 que aparece a continuación, el 61% de los contratos o 

lotes licitados lo son por el tramo 1 de la segmentación. Por su parte, los contratos del tramo 2 

representan un 21% y los del tramo 3 un 18%.  

 

Se trata de un indicio de que las obras licitadas por este poder adjudicador son de menor 

entidad desde el punto de vista económico8.  

  

 

Gráfica 8 - Segmentación contrato por volumen de licitación 

del Ayuntamiento de Barcelona 

 

 
8 Tal afirmación debe matizarse en el supuesto de contratos divididos en lotes, en los que la importancia económica 
puede ser grande, si bien diluida por la división. 
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IGC 

 

De manera similar a lo que acabamos de ver, la gráfica 9 -que se muestra a continuación- refleja 

que la mayoría de los contratos licitados por Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, 

SAU lo son por importe de tramo 1. Así, un 59% de los contratos aquí analizados tiene un 

importe inferior a 2.400.000 €. Por su parte, los contratos del tramo 2 y 3 representan un 20% 

y un 21%, respectivamente.  

 

 

Gráfica 9 - Segmentación contrato por volumen de licitación 

de IGC 

 

Departamento de Salud 

 

De manera similar, en relación con los apartados anteriores, en la gráfica 10 se muestra cómo 

el 83% de sus contratos están incluidos en lo que hemos denominado tramo 1. Al igual que 

razonábamos con respecto a los poderes adjudicadores del Ayuntamiento de Barcelona, estos 

valores parecen dar a entender que se tratan de contratos de poca entidad, al menos, desde el 

punto de vista económico.  

 

 

Gráfica 10 - Segmentación contrato por volumen de licitación del 

departamento de salud 

126

44

46

0 20 40 60 80 100 120 140

Tramo 1: 500.000€ - 2.400.000€

Tramo 2: 2.400.000€ - 5.000.000€

Tramo 3: > 5.000.000€

Reparto de contratos por tramos (IGC)

77

7

9

0 10 20 30 40 50 60 70 80 90

Tramo 1: 500.000€ - 2.400.000€

Tramo 2: 2.400.000€ - 5.000.000€

Tramo 3: > 5.000.000€

Reparto de contratos por tramos (Dpto. Salud)



 

21 de 112 

Autoridad Portuaria 

 

Entrando en los poderes adjudicadores del Estado, vemos una clara diferencia. Como se 

muestra en la gráfica 11 que aparece a continuación, el reparto de contratos por tramos es más 

equilibrado. Siguen siendo mayoritarios los del tramo 1 con un 55%, siguiéndoles los del tramo 

3 con un 26% y, finalmente, los del tramo 2 con un 19%. 

 

 

Gráfica 11 - Segmentación contrato por volumen de licitación de 

la autoridad portuaria 

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

Como reflejaba la gráfica 11, la situación entre los entes adjudicadores del Estado es claramente 

diferente a la fijada por los entes autonómicos. Así, en este caso y como refleja la gráfica 12 que 

se muestra a continuación, la mayoría de los contratos lo son del tramo 3, con un 58% (más de 

la mitad de los contratos analizados), el 40% lo son del tramo 1 y apenas un 8% lo 

pertenecientes al tramo 2. 

 

Es decir, se trata de contratos de extremos sin que apenas haya representación en el tramo 

medio. 

 

Gráfica 12 - Segmentación contrato por volumen de licitación del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 
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2. Análisis del sistema de retribución. 

 

Entendemos por precio, de manera genérica, la contraprestación que ha de percibir el 

contratista por la ejecución del contrato. Si bien este término tenía un empleo confuso en la 

normativa de contratación pública anterior (el TRLCSP de 2011), donde se recogía, 

indistintamente y sin definición, sinónimos de dicho concepto (como importe, valor, cuantía, 

etc.), en la redacción actual de la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP 2017), tal y como 

se explica en el preámbulo de dicho texto normativo, se ha unificado y aclarado a qué concepto 

corresponde cada término utilizado:  

 

“Asimismo, se han revisado a efectos de su homogeneización las diversas expresiones 

que se utilizaban en el texto refundido anterior para referirse al valor de los contratos, 

por ejemplo «cuantía» o «importe del contrato», reconduciéndose en la mayor parte 

de los casos al concepto de «valor estimado» del contrato, que resulta ser el correcto. 

Este concepto queda perfectamente delimitado en la nueva Ley, al igual que lo están el 

› Existe una marcada diferencia entre la segmentación por importe de los 

contratos entre los entes estatales y los autonómicos, tal y como se aprecia en 

las gráficas 8 a 12. En el primero, destacan los contratos del tipo 3 (los de 

importes más elevados) mientras que en los segundos se invierte la tendencia 

siendo predominantes los de menor entidad económica, esto es, los del tramo 1.  

 

› Debe indicarse también que los entes autonómicos llevan a cabo una mayor 

diferenciación por lotes de sus contratos que los contratos estatales. Ello influye 

también en que en el ámbito estatal los importes sean tan elevados, duplicando 

y triplicando con habitualidad el importe de 5.000.000 €. 

 

› Es evidente que los organismos estatales cuentan tanto con presupuestos más 

elevados como con actuaciones de mayor alcance e implicación, lo que se 

traduciría en mayor cantidad de trabajos y mayor intensidad de la labor de los 

contratistas que, necesariamente, deberá ser valorada económicamente con 

importes más elevados. 

CONCLUSIONES RESPECTO DE LA SEGMENTACIÓN POR 

VOLUMEN 
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de «presupuesto base de licitación» y el de «precio del contrato», evitándose, de esta 

forma, cualquier posible confusión entre ellos.” 

 

Son tres los preceptos de la actual Ley que aquí interesan: (i) el artículo 100, que regula y define 

el presupuesto base de licitación; (ii) el artículo 101, que regula y define el valor estimado; y 

(iii) el artículo 102, que recoge el concepto de precio.  

 

Este último, en su apartado 4 establece lo siguiente:  

 

“4. El precio del contrato podrá formularse tanto en términos de precios unitarios 

referidos a los distintos componentes de la prestación o a las unidades de la misma que 

se entreguen o ejecuten, como en términos de precios aplicables a tanto alzado a la 

totalidad o a parte de las prestaciones del contrato.” 

 

Por lo tanto, son dos las modalidades retribución analizadas en este informe:  

 

• Precio unitario: artículo 197.b) del Reglamento de la LCSP, es el precio correspondiente 

a las unidades en que se descomponga la prestación, de manera que la valoración 

total se efectúe aplicando los precios de estas unidades al número de las ejecutadas. 

Es decir, el contrato se diferencia por unidades y el precio se ofrecerá de manera 

individualizada para cada una de ellas. 

 

• Precio a tanto alzado: artículo 197.a) del Reglamento de la LCSP, el precio referido a la 

totalidad del trabajo o a aquellas partes del mismo que sean susceptibles de entrega 

parcial por estar así previsto en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 

En estos casos al fijarse el precio de la prestación de forma global, sin utilizarse 

precios unitarios o descompuestos, las entregas parciales se valorarán en función del 

porcentaje que representen sobre el precio total. Es decir, se ofrece un único importe 

que abarca la totalidad de la obra. 

 

Igualmente, ambas figuras son explicadas en el ámbito privado por el Código Civil. Así, por su 

parte, el artículo 1592 de esta norma recoge la figura del contrato de obra por precio unitario o 

unidades de obra, que se caracteriza por definir la contraprestación del contratista como un 

precio por unidad de medida. En consecuencia, el incremento o el decremento del precio de la 

obra depende de las unidades de obra ejecutadas. 

 

Y el artículo 1593 del mismo cuerpo legal define el contrato de obra por precio alzado como 
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aquel en el que se fija un precio global para toda la obra en su conjunto. Lo característico de 

esta forma de determinación del precio es que no hay correlación entre el precio y el coste 

efectivo de la obra realizada, por lo que, salvo acuerdo entre las partes, el contratista no podrá 

pedir aumento de precio, aunque hayan aumentado sus costes (además que, en el ámbito 

público esta cuestión debe ser fijada expresamente en los pliegos de contratación). Es lo que se 

llama el principio de invariabilidad del precio. 

 

Por lo tanto, a efectos prácticos, la relevancia de la determinación del sistema de retribución 

se manifiesta, esencialmente, en la posibilidad para los contratistas de un posible ajuste del 

precio al finalizar la obra que no depende, en principio, del precio real de los materiales a 

emplear sino de número de unidades de obra a realizar. Y ello tiene que ver, en principio, con 

la exactitud y adecuación del proyecto y no con los precios de los materiales necesarios para 

realizar la prestación.  

 

Para los contratos por precio unitario, ese reajuste en caso de exceder las unidades o 

mediciones previstas en el proyecto está previsto en el artículo 242.4.i) de la LCSP que 

establece: “el exceso de mediciones, entendiendo por tal, la variación que durante 

la correcta ejecución de la obra se produzca exclusivamente en el número de unidades 

realmente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto, siempre que en 

global no representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del 

precio del contrato inicial. Dicho exceso de mediciones será recogido en la certificación 

final de la obra”. Es decir, la certificación final podrá contener hasta un alza del 10% del precio 

en concepto de ajuste sin tener que modificar el contrato.  

 

Por su parte, los contratos a tanto alzado no tendrán acceso a dicho reajuste en la certificación 

final, sino que, además, según recoge el artículo 241.1. de la LCSP deberá, específicamente, 

recogerse una justificación del motivo de adopción de dicho sistema de retribución: “[…] 

cuando la naturaleza de la obra lo permita, se podrá establecer el sistema de 

retribución a tanto alzado, sin existencia de precios unitarios, de acuerdo con lo establecido 

en los apartados siguientes cuando el criterio de retribución se configure como de precio 

cerrado o en las circunstancias y condiciones que se determinen en las normas de desarrollo 

de esta Ley para el resto de los casos”.  

 

También el artículo 309.1 de la LCSP establece en relación a la determinación del precio que 

“el pliego de cláusulas administrativas establecerá el sistema de determinación del precio de 

los contratos de servicios, que podrá estar referido a componentes de la prestación, unidades 

de ejecución o unidades de tiempo, o fijarse en un tanto alzado cuando no sea posible 
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o conveniente su descomposición, o resultar de la aplicación de honorarios por tarifas 

o de una combinación de varias de estas modalidades.” 

 

Debe señalarse, igualmente, que existe una tercera opción, la retribución mixta que consiste 

en una combinación de partidas a precio unitario y a precio a tanto alzado. 

 

No son muchos los preceptos legales que hacen referencia a esta posibilidad, si bien podemos 

destacar entre ellos el artículo 309.1 de la LCSP y artículo 120 del RGLCAP, que permiten 

establecer la posibilidad de combinar ambas modalidades a la hora de determinar el precio de 

la prestación.  

 

La determinación del sistema de retribución carece de claridad en muchas de las licitaciones 

analizadas. Por ello, se han revisado los informes de justificación de cada contrato (al efecto de 

determinar si se justificaba, excepcionalmente, la aplicación de precios a tanto alzado), las 

cláusulas de los PCAPs - en especial la relativa a la modificación y determinación del precio - y 

los proyectos de obra para comprobar las justificaciones de precios.  

 

Por otra parte, la mayoría de los pliegos analizados no cumplen con lo dispuesto en el artículo 

107 de la LCSP. Dicho artículo establece que la garantía definitiva se establece, como norma 

general, como un porcentaje sobre el precio final ofertado mientras que, en los contratos con 

precios unitarios, la garantía se fijará atendiendo al presupuesto base de licitación. Sin 

embargo, en la mayoría de los contratos, la garantía se fija sobre el precio ofertado.  

 

Dicho lo cual, el reparto del sistema de retribución en las licitaciones analizadas es el que se 

muestra en la gráfica 13 que se muestra a continuación: 
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Gráfica 13 - Sistema de retribución 

En términos generales, por tanto, el sistema de retribución empleado por los entes de 

contratación es, mayoritariamente, por precio unitario (un 93% de los contratos analizados lo 

son con este sistema).  

 

Por su parte, los contratos a tanto alzado representan un 5% y los contratos con retribución 

mixta (como veremos a continuación, se concentran en un único ente adjudicador y en un 

número muy determinado de contratos) representan el restante 2%.  

 

 

 

Como corolario final de este apartado, nos detendremos a destacar la redacción de ciertas 

cláusulas analizadas sobre determinación del sistema de retribución, y ello por tener una 

redacción especialmente oscura. 

 

Ayuntamiento de Barcelona  

 

De los poderes adjudicadores del Ayuntamiento, el IMHAB incluye en sus pliegos de 

condiciones administrativas la cláusula sobre el precio, disponiendo que:  

 

2.2.- Ambdues parts convenen que el preu unitari de totes les partides d’obra té la condició 

jurídica de preu alçat o tancat d’acord amb el que disposa l’article 1.593 del Codi Civil, 

durant un període de 24 mesos. 

 

Dicha cláusula, de manera confusa, señala que el precio unitario de todas las partidas 

de obra tiene la condición jurídica de precio alzado o cerrado de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 1.593 del Código Civil. En este supuesto, no existiendo 

previsión de reajuste del precio en caso de exceso de mediciones y haciendo mención expresa 

CONCLUSIONES RESPECTODEL SISTEMA DE RETRIBUCIÓN 

› Predominan, con gran diferencia, los contratos por precio unitario sobre los 

contratos con precios a tanto alzado. Por lo tanto, se permite, más o menos, un 

ajuste del precio de licitación en base a los costes finalmente imputados en la 

obra.  

 

› El empleo de esta cláusula no permite hacer discriminaciones ni diferenciar 

entre los órganos de contratación de las diferentes administraciones analizadas. 
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al artículo del Código Civil indicado en el punto 2.2, parece indicar que el contratista, en este 

caso, está aceptando un precio a tanto alzado de las diferentes unidades, sin capacidad de 

alterar el precio de las unidades, aunque sin referirse con claridad al número de unidades.  

 

En cualquier caso, al ser una redacción muy confusa puede calificarse como una cláusula 

oscura. Lo que la cláusula parece afirmar es que no se puede alterar el valor de las unidades de 

obra, pero sí su número, pero utilizando una terminología propia del otro sistema del cálculo 

del precio. En cualquier caso, es evidente que esta cuestión podría ser expuesta de manera más 

clara y sencilla.  

 

2. IGC 

 

En aquellas licitaciones en las que el órgano de contratación es la entidad Infraestructures 

de la Generalitat de Catalunya, se aprecia la existencia de diferentes redacciones de los 

pliegos en lo que se refiere al sistema de retribución de los contratos. En virtud de ello, 

podemos apreciar la existencia de dos clases de retribución: precio unitario y precio mixto.  

 

• Precio unitario 

 

La cláusula de modificaciones tiene la siguiente redacción: 

 

46.5.- No tindran consideració de modificacions: 

 

a) L’excés d’amidaments, entenent per tal, la variació que durant l’execució de l’obra 

es produeixi exclusivament en el número d’unitats realment executades sobre les previstes 

en el projecte, sempre que el global no representin un increment de la despesa 

superior al 10% del preu inicial del contracte. Aquest excés d’amidaments serà 

recollit en la certificació final de l’obra. 

 

b) La inclusió de nous preus, fixats contradictòriament sempre que no suposin un 

increment global del contracte ni afectin unitats d’obra que en el seu conjunt excedeixi del 

3% del preu inicial. 

 

• Precio mixto 

 

En este caso, la cláusula anterior relativa a las modificaciones añade un tercer apartado con la 

siguiente redacción:  
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36.5.- No tindran consideració de modificacions:  

 

a) L’excés d’amidaments, entenent per tal, la variació que durant l’execució de l’obra es 

produeixi exclusivament en el número d’unitats realment executades sobre les previstes en 

el projecte, sempre que el global no representin un increment de la despesa 

superior al 10% del preu inicial del contracte. Aquest excés d’amidaments serà 

recollit en la certificació final de l’obra.  

 

b) La inclusió de nous preus, fixats contradictòriament sempre que no suposin un 

increment global del contracte ni afectin unitats d’obra que en el seu conjunt excedeixi del 

3% del preu inicial.  

 

c) Així mateix, atès que les obres de l’edifici/s tenen la modalitat de preu “a 

tant alçat o preu tancat”, tampoc tindrà la consideració de modificació:  

 

- qualsevol dels supòsits a) i b) anteriors amb una despesa superior als percentatges 

establerts.  

 

- Qualsevol variació del Projecte i/o obres que tingui causa en errors, defectes, omissions 

del projecte redactat pel Contractista i/o de l’execució de les obres, en quin supòsit seran 

a càrrec del Contractista totes les esmenes necessàries per al correcte compliment del 

contracte.  

 

3. Departamento de Salud 

 

Los pliegos de ICS son más claros, al respecto de esta materia, que los de CatSalud. Así, el 

primer poder adjudicador sí recoge, expresamente, la posibilidad de reajuste del precio en la 

certificación final siendo, por tanto, el sistema de retribución por precios unitarios:  

 

En el cas que el preu del contracte es determini mitjançant unitats d’execució, 

no tindran la consideració de modificacions la variació que durant l’execució 

correcta de la prestació es produeixi exclusivament en el nombre d’unitats realment 

executades sobre les que preveu el contracte, les quals es poden recollir en la 

liquidació, sempre que no representin un increment de la despesa superior al 

10 per cent del preu del contracte. 
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CatSalud, sin embargo, sí contiene contratos a precio cerrado, como así se refleja en la cláusula 

relativa al pago9:  

 

El sistema de retribució es configura com de preu tancat, amb l’efecte que s’ha de 

mantenir invariable i no seran abonables les modificacions del projecte que siguin 

necessàries per corregir errors o omissions durant l’execució del contracte. 

 

En cualquier caso, esta cláusula se incluye, únicamente, en aquellos contratos cuyo objeto 

consiste en la redacción del proyecto como la posterior ejecución de la obra. Se trata, por tanto, 

de contratos especiales que suponen una desviación respecto del tipo de contrato analizado en 

el del presente estudio. 

 

4. Autoridades Portuarias 

 

El sistema de retribución de la APT es, sin discusión, por precios unitarios. En cualquier 

caso, existen varios contratos cuya cláusula relativa al precio del contrato dispone, en un 

primer momento que: 

 

El precio del contrato y los precios unitarios que regirán durante la ejecución 

de las obras, serán los del proyecto adjudicado, aplicándoles, al igual que las 

anualidades previstas, la baja de adjudicación resultante. 

 

Para, a renglón seguido decir:  

 

El precio podrá formularse tanto en términos de precios unitarios referidos a los 

distintos componentes de la prestación o a las unidades de la misma que se entreguen o 

ejecuten, como en términos de precios aplicables a tanto alzado a la totalidad o a parte de 

las prestaciones del contrato. 

 

De nuevo, se trata de una redacción confusa que recoge terminología, al mismo tiempo, de 

ambas modalidades de retribución. En estos casos, se debe a que se recogen varias partidas a 

tanto alzado en relación con el Estudio de Seguridad y Salud. Pero de nuevo, se trata de 

cláusulas confusas.   

 
9 De los seis contratos de CatSalud analizados en el periodo circunscrito a este informe (que han sido contabilizados 
a estos efectos como diez contratos por estar dos de ellos compuestos por dos lotes y uno de ellos por tres lotes), 
tres de esos contratos tienen por objeto tanto la redacción del proyecto como la ejecución de las obras, y su 
retribución es, como es lógico, a tanto alzado. Los tres contratos restantes, son de simple ejecución de obra y en ese 
caso, la retribución al contratista es por precio unitario. A los efectos de este informe, ninguno de los contratos 
analizados ha sido tramitado como urgente. 
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El resto de los contratos, tienen una redacción sin referencias a precios a tanto alzado:  

 

Los precios unitarios que regirán durante la ejecución de las obras serán los 

que figuren en el proyecto aprobado por la APT, afectados por el coeficiente de 

adjudicación resultante de la oferta realizada por el licitador. 

 

Por su parte, la APB igualmente, retribuye sus contratos mediante precios unitarios. Así se 

declara en la cláusula relativa a las modificaciones dispone que:  

  

1.2.- Sólo podrán introducirse variaciones sin esa previa aprobación cuando 

consistan en alteración en el número de unidades realmente ejecutadas sobre 

las previstas en las mediciones del proyecto, siempre que no representen un 

incremento del gasto superior al 10% del precio primitivo del contrato, IVA 

excluido. No obstante, cuando con posterioridad a las mismas hubiere necesidad de 

introducir en el proyecto modificaciones de las previstas en los apartados siguientes de 

esta CONDICIÓN, habrán de ser recogidas tales variaciones en la modificación. 

 

Es decir, se trata de contratos por precios unitarios que prevén el reajuste permitido por el 

artículo 242.2.i) de la LCSP.  

 

5. Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

En este caso, encontraremos tanto sistemas de retribución a tanto alzado como precios 

unitarios. Veamos: 

 

ADIF Y ADIF-AV 

 

Encontramos, por un lado, contratos cuya cláusula relativa al régimen de pagos, claramente, 

dispone:  

 

Al tratarse de un contrato de obras definidas en base al sistema de unidades 

y precios unitarios, el contratista tendrá derecho al cobro de la obra realmente 

ejecutada, en los términos establecidos en el presente Pliego, en el Pliego de Prescripciones 

Técnicas/Proyecto, la LCSP y el RGLCAP, así como en las demás disposiciones legales que 

sean de aplicación. El pago se efectuará tomando como base la relación valorada 

redactada por el Responsable del contrato/Director de la Obra. 
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Lo que, unido al hecho de que se prevé el reajuste del precio en la cláusula de modificaciones:  

 

En los casos en que la determinación del precio se realice mediante unidades de 

ejecución, no tendrán la consideración de modificaciones, la variación que durante la 

correcta ejecución de la prestación se produzca exclusivamente en el número 

de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en el contrato, las cuales podrán 

ser recogidas en la liquidación, siempre que no representen un incremento del 

gasto superior al 10 por ciento del precio del contrato. 

 

Y más concretamente en la cláusula relativa a la certificación final y liquidación del contrato 

 

En la Certificación Final se procederá a la realización de la medición de la obra 

realmente ejecutada por el contratista, y en la misma se recogerán, caso de que se hayan 

producido, los excesos de medición y los precios nuevos que cumplan los 

requisitos previstos en el artículo 242.4 de la LCSP. 

 

Permite determinar que son contratos por precios unitarios.  

 

Existen otros contratos en los que se recogen partidas alzadas con relación al mantenimiento 

de la obra, según se explica en el PPT pero que, en cambio, no se traslada con tanta claridad al 

PCAP. Así, la misma cláusula de régimen de pagos en dichos casos dispone que:  

 

Tanto si el sistema de pago elegido es el de tanto alzado como el de precios 

unitarios o una combinación de ambos, el pago se efectuará tomando como base la 

relación valorada redactada por el Responsable del contrato.  

 

El adjudicatario tiene derecho al abono de los trabajos que realmente ejecute con arreglo 

al precio convenido y con sujeción al contrato otorgado. 

 

Pero, igualmente, se recoge la posibilidad de reajustar en caso de excesos que no superen el 

10% del precio del contrato:  

 

En los casos en que la determinación del precio se realice mediante unidades de 

ejecución, podrán ser recogidas en la liquidación las variaciones que, durante la 

correcta ejecución de la prestación, se produzca exclusivamente en el número 

de unidades realmente ejecutadas sobre las previstas en el contrato, siempre que no 

representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio del 
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contrato, no teniendo dichas variaciones la consideración de modificaciones. 

 

Lo que permite concluir que, igualmente, se trata de contratos por precios unitarios.  

 

Por último, los contratos de ADIF-AV, en lugar de aplicar la LCSP, aplican el Real Decreto-ley 

3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento 

jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación 

pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del 

ámbito tributario y de litigios fiscales (RDL 3/2020), cuyo artículo 112.1 recoge la posibilidad 

de reajuste en la certificación final de los contratos de obra tal y como dispone el artículo 242.4 

de la LCSP:  

 

“1. Las modificaciones contractuales se acordarán en la forma que se hubiese 

especificado en los pliegos de condiciones. 

 

Será de aplicación a los contratos celebrados por entidades contratantes que tengan la 

consideración de poderes adjudicadores los supuestos que la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público regula como supuestos que no tienen la 

consideración de modificaciones, en los términos previstos en el artículo 242.4 de dicha 

Ley.” 

 

Por lo tanto, igualmente esta normativa admite que una pequeña alteración (cuando el exceso 

de medición no incremente el gasto a un valor superior al 10% del precio del contrato) en el 

número de unidades contratadas no conlleva la modificación del contrato. 

 

En estos casos, el cuadro resumen recoge que las modificaciones se tramitarán conforme a los 

dispuesto en el artículo 112 del RDL 3/2020, de modo que, igualmente, la retribución lo será 

por precios unitarios.  

 

AENA 

 

Por su parte, este poder adjudicador utiliza un sistema de retribución a tanto alzado. Así se 

desprende de la cláusula de modificaciones que prevé:  

 

Para la obra o parte de la obra, no se considerarán modificaciones del proyecto, y 

por tanto no producirán variación alguna sobre el precio alzado global, las 

modificaciones de obra que puedan resultar necesarias para el correcto funcionamiento de 
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la obra. En particular, no afectarán al precio alzado inicialmente pactado las 

modificaciones que se deriven de:  

[…] 

a.4) Las diferencias de número de unidades a ejecutar, así como de medición, en 

más o en menos que pudieran darse en relación con la realidad, no producirán 

variación alguna sobre el precio alzado global. 

 

Y se aclara en el cuadro resumen respecto al procedimiento de adjudicación al señalar que:  

 

De acuerdo con lo descrito en Pliego de Prescripciones Técnicas, los presupuestos 

tendrán carácter de precio cerrado, excepto el capítulo de “Actuaciones para 

adecuación a nuevas necesidades”, presente en los proyectos de Ibiza, Menorca y Palma de 

Mallorca, que tendrá carácter de precio unitario afectado por la baja ofertada. 

 

Por lo tanto, al ser el precio unitario residual, se debe considerar que el método de retribución 

es el de precio cerrado o a tanto alzado.  

 

DGC 

 

Por último, este poder adjudicador es muy claro en sus pliegos y, en la cláusula relativa a la 

certificación final y liquidación del contrato, dice que dicha certificación contendrá:  

 

El exceso de mediciones que cumpla los requisitos del artículo 242.4 de la LCSP. 

 

Por lo que, en este caso, no hay dudas de que se trata de precios unitarios. 
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3. Análisis de la participación, presupuesto base, importe de adjudicación y 

bajas propuestas. 

 

Como punto de partida, debe tenerse en cuenta que una baja participación es una 

manifestación de la incorrecta formulación del contrato en cuanto que supone que son pocos 

los operadores que están dispuestos a realizar la obra en los términos ofertados. Y ello puede 

ser debido, por lo general, al mayor o menor número de empresas clasificadas en función del 

importe del contrato, o a elementos del propio contrato, ya sea el precio, o bien la existencia 

de condiciones contractuales especialmente obscuras, desfavorables o desproporcionadas para 

el contratista.  

 

Establecido lo anterior, se analizarán en este apartado la concurrencia, el plazo y los precios 

ofertados a lo largo del periodo analizado a fin de encontrar una tendencia tanto en el número 

de licitadores que se presentan como en los diferentes importes, a través de su evolución a lo 

largo del referido periodo: 

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

Como se vio en la gráfica 8 de segmentación de contratos de los entes locales, el número más 

elevado de contratos se sitúa en el tramo 1 (hasta 2.400.000 €) y, en la gráfica 14 que se 

muestra a continuación, podemos ver cómo se concentra la mayor acumulación de 

concurrencia en los contratos también el dicho tramo 1, especialmente en la horquilla de valor 

entre 1.000.000 € y 2.400.000 €.  

 

› Si bien el uso del sistema de retribución del precio a tanto alzado es minoritario, 

los órganos de contratación que lo usan son IMHAB y AENA, siendo 

especialmente llamativo este último toda vez que los otros órganos destacados 

emplean este sistema de manera residual mientras que Aena lo emplea como 

norma general.  

› La regla general es por precios unitarios, al preverse la posibilidad del artículo 

242 de la LCSP de incrementar hasta un 10% el importe, sin que ello sea 

considerado una modificación, como, tal del contrato. 

CONCLUSIONES RELATIVAS A LAS CLÁUSULAS DEL 

SISTEMA DE RETRIBUCIÓN 
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Podemos apreciar como en contratos de hasta 1.000.000€ se presentan de entre uno y diez 

licitadores, mientras que, cuando los importes son inferiores a los 5.000.000€, esta ratio va 

de los cinco a los veinte licitadores.  

 

Como conclusión, los contratos de menor presupuesto tienen un menor número de 

licitadores mientras que los contratos de mayor importe cuentan, por regla general, al menos 

con cinco licitadores. Esto podría explicarse si los contratos de menor presupuesto tuvieran, 

a la vez, escaso margen de beneficio, lo que podría estar relacionado con la falta de recursos 

de las empresas más pequeñas para trabajar con márgenes de beneficios ajustados y riesgos 

importantes a cuenta del contratista. 

 

 

Gráfica 14 - relación entre participación e importe del contrato del Ayuntamiento de 

Barcelona 

 

De la relación entre la participación y la duración del contrato, como se muestra en la gráfica 15 

a continuación, resulta que la participación se sitúa entre uno y diez licitadores en contratos de 

duración de hasta veinte meses. Y a partir de un plazo de veinte meses la participación 

disminuye. Ello se justifica por la ausencia de cláusulas de revisión de precios, que más tarde se 

analizará: al ampliarse los plazos se incrementa el riesgo de incremento de los precios de los 

elementos de la prestación que no pueden preverse al realizar la oferta.  
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Gráfica 15 - relación entre duración y participación en contratos del Ayuntamiento de 

Barcelona 

 

En cuanto a la relación entre el presupuesto base del contrato y el importe de adjudicación, tal 

y como se aprecia en la gráfica 16 siguiente, las bajas más agresivas se han presentado más 

recientemente, siendo los picos de color gris más visibles al haber más distancia entre el 

presupuesto base y el precio de adjudicación. 

 

 

Gráfica 16 - relación entre presupuesto e importe de adjudicación en contratos del 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

Resulta especialmente ilustrativo la siguiente gráfica de dispersión (gráfica 17) de las bajas en 

0

5

10

15

20

25

30

35

0 5 10 15 20 25 30 35

D
u

ra
ci

ó
n

 (
en

 m
es

es
)

participantes licitación

Dispersión de la concurrencia según la duración del 
contrato

0,00 €

5.000.000,00 €

10.000.000,00 €

15.000.000,00 €

20.000.000,00 €

25.000.000,00 €

30.000.000,00 €

35.000.000,00 €

40.000.000,00 €

45.000.000,00 €

Im
p

o
rt

es

Superposición del presupuesto base de licitación con el del 
importe de adjudicación

 Presupuesto Base (sin IVA) Importe de adjudicación (sin IVA)



 

37 de 112 

las ofertas pone de manifiesto lo anteriormente dicho de manera más clara: las ofertas 

presentadas son más ajustadas a partir de febrero de 2022, siendo más habitual entre 2020 y 

2021 presentar ofertas con una baja de entre un 10 y 20% respecto al presupuesto de licitación 

mientras que, con posterioridad a dichas fechas, las ofertas lo son de entre el 0 y el 10%. 

 

 

Gráfica 17 - dispersión en el tiempo de las bajas ofertadas en contratos del 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

En cuanto a la participación, la podemos ver en el tiempo y relacionada con las bajas ofertadas. 

Según nos muestra la gráfica 18, hasta 2021 la concentración era elevada (más participantes), si 

bien en el año 2022 la tendencia cayó a valores de 5 participantes sin que, desde entonces, haya 

aumentado.  
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Gráfica 18 - dispersión en el tiempo de los participantes en las licitaciones del 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

En cuanto a la relación entre la participación y las bajas ofertadas debe destacarse aquellos 

supuestos en los que la participación es inferior a tres licitadores10.  

 

Para el Ayuntamiento de Barcelona, siendo la participación media de diez participantes, 

existen 34 expedientes con tres participantes o menos (15,31% de los contratos). El promedio 

de baja ofertada en estos últimos es del 8,97%, una baja menos acusada que el promedio 

general de 12,12%. Estos datos conducen a concluir que el precio base de licitación estaba 

especialmente ajustado.  

 

 
10 Se entiende que tres o menos licitadores no garantiza un buen nivel de competencia. 
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IGC 

 

Respecto a Infraestructures de la Generalitat de Cataluña, si bien parece haber una tendencia 

constante a una participación elevada de licitadores, entre cinco y diez, esta no es tan clara 

cuando se trata del tramo 3, en el que la concurrencia desciende, tal y como puede apreciarse en 

la gráfica 19 siguiente.  

 

 

Gráfica 19 - relación entre participación e importe de adjudicación de los contratos de IGC 

 

En cuanto a la relación entre la duración del contrato y el número de licitadores resulta que, 

tal y como nos muestra la gráfica 20, los contratos de duración de veinte meses o más son poco 

habituales, así como que el número de participantes no parece verse afectado por la duración 

del contrato, pues a más incremento de participación la duración del contrato es constante 

entre uno y diez meses. 
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Relación entre los participantes y el importe de 
adjudicación

› El número medio de licitadores se sitúa en 10 participantes, si bien el número 

de participantes durante la primera mitad desde el año 2022 se redujo aún más. 

› Las ofertas presentadas son más ajustadas a partir de febrero de 2022, siendo 

más habitual entre 2020 y 2021 presentar ofertas con una baja de entre un 10 y 

20% respecto al presupuesto de licitación mientras que, con posterioridad a 

dichas fechas, las ofertas lo son de entre el 0 y el 10%. Ello nos lleva a concluir 

que el precio base de licitación es espacialmente ajustado en el último periodo 

analizado. 

CONCLUSIONES SOBRE EL PRESUPUESTO, PARTICIPACIÓN E 

IMPORTE DE ADJUDICAICÓN DEL AYUNTAMIENTO DE 

BARCELONA 
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Gráfica 20 - relación entre duración y participación en las licitaciones de IGC 

 

En el cuadro que se muestra más abajo, aparece un dato sobresaliente que distorsiona el 

escenario general. Se trata del expediente OP. TF-11225.F1.2 que cuenta con un presupuesto 

de licitación de 282.661.267,82 €11 y fue adjudicado por un importe de 263.157.640,34 €. 

Dejando al margen este procedimiento, cabe afirmar que se combinan contratos con un gran 

presupuesto con contratos de importes más reducidos o dando lugar a picos altos muy 

elevados. No obstante, lo relevante es la tendencia mayoritaria hacia contratos con un importe 

muy por debajo de 5.000.000 €, tal y como se indicó en la gráfica 9. 

 

Por su parte, los importes de adjudicación han ido en proporción a los presupuestos base de 

cada licitación. Aunque las primeras licitaciones experimentaron bajas más intensas, a partir 

de febrero de 2022 las ofertas se ajustaron a los presupuestos de licitación, tal y como se aprecia 

en la gráfica 21 (las puntas grises son menos relevantes). 

 

 
11 Para un mejor visionado de la gráfica, esta se limita a un máximo de 40.000.000€, por lo que el límite máximo 

de este contrato, publicado en febrero de 2023, no aparece. 
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Gráfica 21 - relación entre presupuesto e importe de adjudicación de las licitaciones de 

IGC  

 

En cuanto al cuadro de dispersión que vemos a continuación -gráfica 22-, deja muy clara la 

tendencia señalada en la gráfica 21 anterior, pues si bien antes de febrero de 2022 los ofertantes 

presentaban bajas de entre el 4 y el 10%, desde ese momento, resultan muchos contratos con 

bajas de entre el 0 y el 1%. 

 

 

 

Gráfica 22 - dispersión en el tiempo de las bajas ofertadas en las licitaciones de IGC 

 

Al respecto de la participación, en la gráfica 23 que se muestra a continuación, podemos ver 

cómo ésta se ha mantenido constante a lo largo del tiempo, entre cinco y diez participantes. Lo 
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cual nos indica, en relación con lo observado en la gráfica 22 anterior, que, si bien el grado de 

participación ha sido constante, las bajas ofertadas han tendido a ser cada vez más ajustadas 

al presupuesto base.  

 

 

Gráfica 23 - dispersión en el tiempo de la participación en las licitaciones de IGC 

 

En lo que se refiere a los expedientes de baja participación (como se ha indicado, menos de tres 

ofertantes) también las ofertas son muy ajustadas al presupuesto base como lo son las bajas 

medias presentadas por los adjudicatarios. Así, en las licitaciones analizadas de esta entidad, 

habría 55 expedientes con baja participación (lo que representa un 25,46 % de los contratos). 

En esos 55 expedientes se habría ofertado una baja promedio de 6,15%. En este caso, no difiere 

mucho de la baja media general que se indicaba en la gráfica 7 (de 8,35%). Baja participación 

y bajas moderadas que nos indican que el precio, en este caso, sí está muy desajustado del 

mercado.  
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Departamento de Salud 

 

Si bien la participación en los contratos de este bloque no es muy numerosa, de la gráfica 24 

que se muestra a continuación podemos extraer como conclusión que existe una mayor 

participación en los contratos con un importe de hasta 750.000 €, reduciéndose en el tramo 

medio (de 800.000 a 5.000.000 €) e incrementándose de nuevo en los importes por encima 

de 10.000.000 €. En general, la tendencia de participación es muy estable.  

 

 

Gráfica 24 - relación entre participación e importe de adjudicación de los contratos del 

Dpto. de Salud 

0

2

4

6

8

10

12

14

3
2

5
8

0
9

,7
7

4
6

7
6

0
0

4
8

0
4

6
1

,1
3

5
0

9
4

8
1

,2
1

5
4

3
3

2
1

,2
8

5
5

9
2

2
4

,3
1

5
7

4
3

9
5

,8
9

5
8

5
8

5
8

,5
8

6
1

5
9

1
7

,4
3

7
0

6
0

0
2

,4
4

7
4

4
1

6
6

,6
1

7
8

7
5

0
4

,6
1

8
5

9
4

0
9

,0
6

9
3

8
2

8
3

,9
3

9
8

8
5

3
4

,7
9

1
1

1
0

4
8

6
,4

2

1
2

3
9

7
4

1
,9

8

1
3

7
6

2
4

7
,4

5

1
4

1
6

7
2

4
,1

3

1
5

9
0

4
6

8
,6

9

2
0

7
2

2
4

9
,8

1

2
2

7
2

8
5

3
,3

4

3
0

2
4

1
5

5
,9

8

5
1

5
2

1
4

1
,1

8

1
2

8
4

4
2

6
7

,8
5

3
5

3
3

9
0

3
4

,1
9

N
º 

p
ar

ti
ci

p
an

te
s

importe de adjucación (€)

Relación entra la participación y los importes de adjudicación

› La concurrencia se reduce al aumentar el precio de licitación.  

› El incremento de duración del contrato, sin embargo, no parece ni hacer 

aumentar, ni disminuir la participación que se mantiene muy estable.  

› Las licitaciones de los años previos a 2022 reflejan unas mayores bajas. Sin 

embargo, a partir de febrero de 2022, las ofertas se ajustaron a los 

presupuestos de licitación, reduciéndose las bajas considerablemente.  

› En general, la participación ha sido estable si bien las bajas han sido cada vez 

más ajustadas. 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PRESUPUESTO, PARTICIPACIÓN E 

IMPORTE DE ADJUDICAICÓN DE INFRAESTRUCTURES DE LA 

GENERALITAT 
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En la siguiente gráfica, la número 25 se evidencia el hecho de que la participación es muy 

estable, no pareciendo que tenga relación alguna con la duración del contrato.  

 

 

Gráfica 25 - relación entre duración y participación en las licitaciones del Dpto. de 

Salud 

 

Por su parte, es constante, igualmente, el elevado número de contratos con valores inferiores 

a 3.000.000 €, tal y como se reflejaba en la gráfica 10, lo cual podría explicar la poca 

concurrencia en los mismos. La presentación de ofertas a lo largo del tiempo muestra una 

gráfica similar a la de los presupuestos lo que nos indica que las ofertas tienden a ser ajustadas 

al precio de licitación, tal y como se ve en la siguiente superposición:  
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Gráfica 26 - relación entre presupuesto e importe de adjudicación de las licitaciones 

del Dpto. de Salud 

 

El indicio anterior queda confirmado, efectivamente, en la siguiente gráfica 27, en donde se 

muestra que las bajas ofertadas son, cada vez, más ajustadas en el tiempo. A partir de febrero 

de 2022, las bajas cayeron en picado, concentrando ofertas con bajas del 0%.  

 

 

Gráfica 27 - dispersión en el tiempo de las bajas ofertadas en las licitaciones del Dpto. de 

Salud 

 

Finalmente, en cuanto a la participación, la gráfica 28 muestra la relación en el tiempo, 

reflejando una reducción de aquella:  
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Gráfica 28 - dispersión en el tiempo de la participación en las licitaciones del Dpto. de 

Salud 

 

En cuanto a los expedientes con baja participación, encontramos 44 expedientes (que 

representan un 47,31% de los contratos aquí analizados) de este tipo que tendrían una baja 

media de 2,70%. Si bien, como se veía en la gráfica 7, este poder adjudicador era el ente 

analizado que ofrecía unas bajas más ajustadas de todos los expedientes analizados (de 4,91%); 

que, además, en aquellos expedientes con poca participación esta baja ofertada se reduzca a la 

mitad nos indica que, efectivamente, el precio es un elemento problemático para este poder 

adjudicador. 
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› La participación es mayor en los tramos inferior y superior, reduciéndose, sin 

embargo, en contratos de entre 800.000 a 5.000.000 €. En cualquier caso, en 

general, la participación es muy estable.  

› La gráfica 24 -que contiene la superposición entre las ofertas presentadas y el 

importe de licitación- muestra que, en general, las ofertas son muy ajustadas a 

los presupuestos de licitación; es decir, que las bajas ofertadas son poco 

significativas pudiéndose incluso ver una caída de estas a partir de febrero de 

2022. 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PRESUPUESTO, PARTICIPACIÓN E 

IMPORTE DE ADJUDICAICÓN DEL DEPARTAMENTO DE SALUD 
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Autoridades Portuarias 

 

Para el caso de los entes pertenecientes a la Autoridad Portuaria, y así se observa en la gráfica 

29, se hace patente cómo aumenta la participación en los contratos de más de 1.000.000 € de 

importe de adjudicación mientras que hay una caída más señalada en importes de a partir de 

5.500.000 € y por debajo de 1.000.000 €. 

 

 

Gráfica 29 - relación entre participación e importe de adjudicación de los contratos de 

la Autoridad Portuaria 

 

Como se indicaba, la tendencia de la duración es muy constante de entre 1 a 10 meses y ello a 

mayores duraciones, se ve en la siguiente gráfica cómo la participación, en todo caso, es menor. 

  

 

Gráfica 30 - relación entre duración y participación en las licitaciones de la Autoridad 

Portuaria 
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En cuanto a la evolución de los diferentes importes a lo largo del tiempo, vemos que tanto el 

presupuesto base como los importes de adjudicación son bastantes constantes en el tiempo. 

No obstante, a partir de agosto de 2022 se aprecia una bajada bastante pronunciada. La 

similitud de una y otra gráfica simplemente pone de manifiesto la tendencia hasta ahora 

destacada: las ofertas son muy ajustadas al presupuesto de licitación. La gráfica 31 que aparece 

a continuación muestra que los contratos con mayor importe sí permiten ofrecer mayores 

bajas, si bien, en general, las ofertas lo son por importes muy ajustados a los de los 

presupuestos base, sobre todo a partir de la mitad de la tabla.    

 

 

Gráfica 31 - relación entre presupuesto e importe de adjudicación de las licitaciones 

de la Autoridad Portuaria 

 

Como se viene indicando, a medida que se avanza en el tiempo se ve cómo las ofertas 

presentadas lo son con unas bajas de cada vez inferiores de, como máximo, 10%, tal y como se 

observa en la siguiente gráfica.  

 

 

Gráfica 32 - dispersión en el tiempo de las bajas ofertadas en las licitaciones de la 

Autoridad Portuaria 
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La participación se ve afectada por la circunstancia señalada en la gráfica 33 ya que, a menor 

concurrencia, menores bajas, que, como se indica, responden al paso del tiempo.  

 

Gráfica 33 - dispersión en el tiempo de la participación en las licitaciones de la 

Autoridad Portuaria 

 

Por su parte, los contratos con baja participación en estas licitaciones, en este caso, un total de 

12 expedientes (es decir, un 31,57% de los contratos de ente poder adjudicador), arrojan una 

baja media de 8,19%. Esta baja media es significativa, toda vez que la baja media expuesta en 

la gráfica 7 era de 13,85%. Así, la poca participación se podría explicar porque los precios de 

salida no son consistentes con el mercado.  
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› La participación es más elevada en el tramo medio de presupuestos de licitación. 

› La duración es bastante estable sin que ello influya en el importe presupuestado. 

› Como ya se ha visto, las ofertas son muy ajustadas a los presupuestos de 

licitación habiendo mayores bajas en los presupuestos con los importes más 

elevados (a partir de 20.000.000 €).  

› Analizadas las ofertas medias se deduce que los precios de licitación no son 

consistentes con el mercado. 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PRESUPUESTO, PARTICIPACIÓN E 

IMPORTE DE ADJUDICAICÓN DE LA AUTORIDAD PORTUARIA 
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Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

Es clara una diferencia al alza de la participación en los contratos licitados por esta entidad.  

 

 

 

Gráfica 34 - relación entre participación e importe de adjudicación de los contratos del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

En cuanto a la relación entre la participación y el periodo de duración del contrato, vemos en 

la siguiente gráfica que aquella es poca y concentrada, sin que las duraciones altas de los 

contratos sean un factor que genere participación o lo contrario.  

 

 

Gráfica 35 - relación entre duración y participación en las licitaciones del Ministerio de 

Transportes y Movilidad Sostenible 
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En cuanto a los importes de los contratos se ve que, si bien la evolución en el tiempo podría 

hacer aflorar una reducción en los importes de estos contratos, tampoco es demasiado 

llamativa ni pronunciada pues, en general, alternan bastante los importes de los contratos sin 

una tendencia demasiado clara. La gráfica 36 que se muestra a continuación nos da una idea 

de que, si bien las ofertas presentadas lo son con bajas significativas, la zona media de la tabla 

(coincidiendo con el año 2022) ofrece unas ofertas muy ajustadas al presupuesto. 

 

 

Gráfica 36 - relación entre presupuesto e importe de adjudicación de las licitaciones del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

A diferencia de lo mostrado en las entidades autonómicas, en este caso, la concentración de 

menores bajas se produce en el año 2022 de manera significativa, remontado para el año 2023. 

Ello nos da un indicio de que los entes del Estado se han adaptado mejor a las 

circunstancias económicas de subida de precios que los entes autonómicos. En 

cualquier caso, la tendencia es hacia menores bajas, tal y como se muestra en la siguiente 

gráfica.  
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Gráfica 37 - dispersión en el tiempo de las bajas ofertadas en las licitaciones del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

La tendencia en la participación también parece ser hacia un menor número de licitadores 

conforme avanza el tiempo, tal y como se observa en la siguiente gráfica.  

 

 

Gráfica 38 - dispersión en el tiempo de la participación en las licitaciones del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

Por último, habría 28 expedientes con poca participación (que suponen un 28% de los 

contratos analizados para este poder adjudicador) cuya baja media ofertada sería de 7,50%. Es 

decir, a menor participación, las bajas ofertadas son más ajustas al presupuesto de licitación. 
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4. Análisis del precio de los materiales. 

 

Presentada la evolución entre los importes de adjudicación y su baja respecto al presupuesto 

base, así como la concentración de participación, pasaremos a continuación a analizar más 

detalladamente la determinación de los precios de contratación y su ajuste -o disonancia- con 

el mercado.  

 

Para llevar a cabo este análisis, nos hemos centrado en dos materiales fundamentales y 

existentes en la prácticamente totalidad de las obras analizadas: la barra de acero corrugado y 

el hormigón. 

 

La metodología utilizada ha consistido en tomar el precio del kilogramo (kg) de barra de acero 

corrugado y del metro cúbico (m3) de hormigón de cada uno de los contratos analizados. 

Dichos importes se han encontrado en el apartado de “justificación de precios”, en los 

proyectos de obra. Sin embargo, la información no siempre estaba publicada.   

 

Como se adelantaba al inicio de este informe, la incidencia de la crisis sanitaria del COVID-19 

en los contratos de obras que aquí nos ocupan tiene su incidencia en la alteración tan 

pronunciada y rápida de los precios de las materias primas. La crisis sanitaria, además de otros 

factores, ha provocado un debilitamiento del tejido económico que ha derivado en una elevada 

inflación y, consecuentemente, en un aumento de los precios.  

 

› Se incrementa la participación al aumentar el presupuesto de licitación. Pero, 

según se ha visto, la tendencia en la participación también parece tender hacia 

un menor número de licitadores conforme avanza el tiempo. 

›  A diferencia del resto de órganos de contratación, las bajas ofertadas son más 

elevadas. Sin embargo, la concentración de menores bajas se produce en el año 

2022 de manera significativa, remontado para el año 2023. 

› Ello nos da un indicio de que los entes del Estado se han adaptado 

mejor a las circunstancias económicas de subida de precios que los 

entes autonómicos. 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PRESUPUESTO, PARTICIPACIÓN E 

IMPORTE DE ADJUDICAICÓN DEL MITMS 
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La rebaja en la producción mundial de los materiales al principio de la pandemia fue seguida 

de un aumento de la demanda cuando la situación se normalizó, lo que provocó la insuficiencia 

de la oferta ante una demanda al alza, lo que ha conllevado, en consecuencia, un aumento 

drástico en los precios. 

 

Sin embargo, no es el único factor que ha provocado que el precio de los materiales de 

construcciones se haya elevado a máximo históricos. 

 

Así, las medidas proteccionistas de los países, con establecimiento de diversas medidas de 

salvaguardia, ha conllevado la falta de disponibilidad de los materiales de construcción y de las 

materias primas con las que se fabrican, lo que conlleva, de nuevo, un aumento de la demanda 

que redunda en el aumento de los precios. 

 

Otro factor que ha intervenido en el aumento de los precios es el encarecimiento del transporte, 

con un incremento en el precio de los fletes, lo que derivó en la llamada “crisis de los 

contenedores12”. 

 

Seguidamente, la crisis de la Guerra de Ucrania, con el alza de precios de los hidrocarburos y, 

finalmente, el conflicto de Gaza con Israel, han contribuido a un claro aumento de la 

inestabilidad. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, para la elaboración del presente informe se han analizado 

diferentes fuentes de valoración de precios en nuestro país. 

 

Por una parte, el Instituto Nacional de Estadística -INE- recoge la evolución del precio del 

acero y el cemento, así como sus índices de precios. De los datos extraídos de la web del 

mismo13, resulta que:  

 

- Acero: En el periodo analizado, puede observarse en la gráfica un gran aumento del 

precio, llegando a doblarse en un año y medio. Sin embargo, la evolución al alza del 

precio de este material no ha sido siempre constante. Desde el mes de mayo de 2021 el 

crecimiento fue más acentuado llegando a elevarse casi un 100% del valor inicial en 

mayo de 2022.  

 
12 https://ibertransit.com/10-claves-para-entender-la-crisis-de-los-contenedores/ 
https://www.bbc.com/mundo/noticias-58324770 

 
13https://www.ine.es/dyngs/INEbase/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736154972&menu=resultados&i
dp=1254735576757  

https://ibertransit.com/10-claves-para-entender-la-crisis-de-los-contenedores/
https://www.bbc.com/mundo/noticias-58324770
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736154972&menu=resultados&idp=1254735576757
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736154972&menu=resultados&idp=1254735576757
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Desde entonces ha experimentado un ligero descenso, que aún sitúan el precio de este 

material en un 50% más del valor del periodo aquí analizado.  

 

 

Gráfica 39 - evolución del índice del precio del acero entre el mes de diciembre de 

2020 y el mes de marzo de 2023 (base enero 1964). Fuente: INE 

- Cemento: Aunque de manera menos pronunciada que lo visto en la gráfica 39 

anterior, este material ha tenido un crecimiento al alza, si bien de manera 

constante. Así, si hasta diciembre de 2021 este crecimiento era comedido, desde 

enero de 2022 el crecimiento se torna más acusado, como muestra la gráfica 40. El 

crecimiento de en torno al 1% pasó, en enero de 2022, a ser de un 10%, aumentando 

desde entonces hasta llegar en marzo de 2023 a suponer un 40% más que al inicio 

del periodo analizado.  

 

 

Gráfica 40 - evolución del índice del precio del cemento entre el mes de diciembre 

de 2020 y el mes de marzo de 2023 (base enero 1964). Fuente: INE 

 

Por otra parte, si acudimos a los índices de evolución de los precios de los materiales de 

construcción publicados en el BOE por el titular del Ministerio de Economía y Hacienda, en 

aplicación de lo previsto en el artículo 103.8 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
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del Sector Público14, la evolución del índice del precio de materiales siderúrgicos es como se 

muestra en la siguiente gráfica:  

 

 

Gráfica 41 - evolución del índice del precio de los materiales siderúrgicos entre el 

mes de enero de 2020 y el mes de diciembre de 2022 (base diciembre 2011).  

 

Como se puede apreciar, la evolución para los materiales siderúrgicos es prácticamente 

idéntica a la vista con los datos ofrecidos por el INE, que se referían al acero, si bien el 

periodo mostrado es más corto en el caso de los índices publicados en el BOE15.  

 

En cuanto a la evolución del material del cemento, con mismo periodo que el anterior, es 

la que se muestra en la siguiente gráfica:  

 

Gráfica 42 - evolución del índice del precio del cemento entre el mes de enero de 

2020 y el mes de diciembre de 2022 (base diciembre 2011).  

 
14 Art. 103.8 LCSP: “El Instituto Nacional de Estadística elaborará los índices mensuales de los precios de los 
componentes básicos de costes incluidos en las fórmulas tipo de revisión de precios de los contratos, los cuales 
serán aprobados por Orden del Ministro de Hacienda y Función Pública, previo informe del Comité Superior de 
Precios de Contratos del Estado”. 
 
15 La última Orden Ministerial publicada es la Orden HFP/1088/2023, de 26 de septiembre, sobre los índices de 
precios de la mano de obra y materiales, sobre los índices de precios de los materiales específicos de suministros de 
fabricación de armamento y equipamiento, así como sobre los índices de precios de componentes de transporte de 
viajeros por carretera, para el cuarto trimestre de 2022, aplicables a la revisión de precios de contratos de las 
Administraciones Públicas («BOE» núm. 235, de 2 de octubre de 2023) y recoge los índices hasta diciembre de 
2022. 
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La evolución que se acaba de presentar queda igualmente replicada en las diferentes 

comunidades autónomas. Para ello podemos acudir a la Base de datos de construcción16 del 

Instituto Valenciano de la Edificación (IVE)17, la cual recoge los diferentes precios de 

materiales de construcción en las distintas Comunidades Autónomas:  

 

 

Gráfica 43 - evolución del precio del acero entre los años de 2020 a 

2023 en las Comunidades Autónomas de Valencia, Cataluña y Madrid.  

 

Los datos recopilados usados para la creación de la gráfica 48 son los siguientes, coincidentes 

en las tres CCAA analizadas:  

 

ACERO 
COMUNIDAD 
VALENCIANA 

CATALUÑA MADRID 

2020 0,78 € 0,78 € 0,78 € 

2021 0,92 € 0,92 € 0,92 € 

2022 1,62 € 1,62 € 1,62 € 

2023 1,26 € 1,26 € 1,26 € 

 

 
16 https://bdc.f-ive.es/BDC23/1  
 
17 El Instituto Valenciano de la Edificación (IVE) es una Fundación privada sin ánimo de lucro de interés público 
que persigue mejorar el nivel de calidad y sostenibilidad en el proceso constructivo a través de actividades de I+D+i 
en el campo edificatorio. 
 
El IVE se fundó en 1986 con el fin de aunar los intereses de todos los agentes, centralizar y difundir la información 
existente en materia de edificación y servir de foro de todas las entidades relacionadas con el sector. Aglutina, como 
miembros del patronato, al colectivo de profesionales implicados en el proceso edificatorio: la Administración, 
colegios profesionales, asociaciones de fabricantes, promotores, constructores, usuarios y centros docentes y 
tecnológicos, con el fin de ser referente en el fomento de la calidad y foro para el intercambio de ideas, desarrollos 
y conocimiento en las distintas áreas de la edificación. 
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Y, del cemento, se extraen de esta base de datos la siguiente gráfica y datos:  

 

 

Gráfica 44 - evolución del precio del cemento entre los años de 2020 a 

2023 en las Comunidad Autónomas de Valencia, Cataluña y Madrid.  

 

De nuevo, en la siguiente tabla vemos que los datos resultan coincidentes en las tres CCAA 

analizadas:  

 

CEMENTO 
COMUNIDAD 
VALENCIANA 

CATALUÑA MADRID 

2020 82,00 € 82,00 € 82,00 € 

2021 82,98 € 82,98 € 82,98 € 

2022 92,00 € 92,00 € 92,00 € 

2023 104,88 € 104,88 € 104,88 € 

 

Y en las gráficas 43 y 44 observamos, otra vez, la misma tendencia que en las previas (gráficas 

39 a 42) donde el acero tiene un crecimiento explosivo y, el cemento, más lento, pero 

igualmente creciente.  

 

Establecido lo anterior, veamos qué ha ocurrido en los procesos de licitación analizados. Para 

ello hemos acudido a los precios publicados por el IVE, pues tanto el INE como el MITMS, si 

bien muestran las tendencias a través de los índices, los precios deben compararse con precios. 

 

Y, adelantamos, se verá cómo, en la totalidad de los supuestos analizados, los precios 

utilizados en los presupuestos de todas y cada una de las licitaciones son 

inferiores a las manejadas por el mercado y que recoge la base de datos del IVE. 

 

Antes, debe aclararse que, en aras de una coherencia en el análisis de los datos, para analizar 

el comportamiento del precio del acero, se ha utilizado como referencia (siempre que ha sido 
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posible y, cuando no, el más similar), la barra de acero corrugado B 500 S. De igual 

manera, para el análisis del precio del hormigón, se ha utilizado como referencia (siempre que 

ha sido posible y, cuando no, el más similar), el hormigón en masa HM-20 de 

consistencia plástica y tamaño máximo del árido de 20 mm. 

 

 

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

Según podemos ver más abajo, en las gráficas 45 y 46 -la primera respecto al precio del acero 

y la segunda respecto al hormigón-, se aprecia cómo hasta el mes de abril del año 2022 el precio 

tenido en cuenta por las entidades dependientes del Ayuntamiento de Barcelona para ambos 

materiales es, claramente, estable, pasando desde entonces a unas oscilaciones pronunciadas 

alternando picos con valles por importes similares a los años anteriores.  

 

Y si observamos las mismas gráficas, poniendo esta vez el foco en los precios manejados por el 

IVE18, vemos que sigue una tendencia muy similar a los manejados por las entidades 

dependientes del Ayuntamiento, si bien los precios de este último son menores a los publicados 

por el IVE, como ya se avanzó. Así, las líneas de tendencia19 son prácticamente paralelas en 

ambos tipos de materiales y al alza, si bien esta es mucho más llamativa en el caso del acero 

corrugado analizado, cuyo precio aumentó casi en el doble (pasó de 0,60€/kg en diciembre de 

2020 a 1,20€ en abril de 2023 en los precios manejados en el ámbito del Ayuntamiento). En el 

caso del hormigón el aumento es menos pronunciado, de apenas un 20% si bien, al igual que 

el acero, muestra unos picos fluctuantes de precio bastante llamativos siendo la tendencia al 

alza, si bien menos pronunciada. 

 
18 En la web de la Base de datos online del IVA, los precios se publican una vez al año, en el mes de julio, por lo que 

los datos son más bien una “fotografía” de ese momento, si bien la gráfica muestra correctamente una determinada 
tendencia. 
 
19 A lo largo del informe, se podrá ver, en las diferentes gráficas, la tendencia como una línea de puntos. 

› A la vista de los índices generales, el precio del acero creció de manera acusada 

hasta mayo de 2022, reduciéndose, levemente, en 2023. 

› En cuanto al hormigón, el crecimiento ha sido menos explosivo, pero ha 

continuado elevándose hasta el año en curso situándose en precios de hasta un 

40% más elevados que al inicio del periodo analizado.   

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PRECIO DE LOS MATERIALES A LA 

VISTA DE LOS ÍNDICES GENERALES 
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Gráfica 45 - evolución en el tiempo del importe del acero en los contratos del 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

 

Gráfica 46 - evolución en el tiempo del importe del hormigón en los contratos 

del Ayuntamiento de Barcelona 

 

IGC 

 

Este adjudicador, a diferencia de lo visto en el caso de las entidades dependientes del 

Ayuntamiento, prácticamente no ha subido los precios en las licitaciones analizadas. Tanto el 

precio del acero como del hormigón tienen una tendencia constante y tendente al equilibrio, 

0,00 €

0,20 €

0,40 €

0,60 €

0,80 €

1,00 €

1,20 €

1,40 €

1,60 €

1,80 €

2
0

2
0

M
1

2

2
0

2
0

M
1

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

5

2
0

2
1

M
1

0

2
0

2
2

M
0

3

2
0

2
2

M
0

5

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

9

2
0

2
2

M
0

9

2
0

2
2

M
1

1

2
0

2
2

M
1

1

2
0

2
2

M
1

2

2
0

2
3

M
0

1

2
0

2
3

M
0

3

2
0

2
3

M
0

5

Evolución del precio del acero del Ayuntamiento de 
Barcelona y su relación con los precios del IVE

AJ BCN IVE

0,00 €

20,00 €

40,00 €

60,00 €

80,00 €

100,00 €

120,00 €

2
0

2
0

M
1

2

2
0

2
0

M
1

2

2
0

2
1

M
0

1

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

2

2
0

2
1

M
0

3

2
0

2
1

M
0

9

2
0

2
1

M
1

1

2
0

2
2

M
0

3

2
0

2
2

M
0

5

2
0

2
2

M
0

6

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

7

2
0

2
2

M
0

9

2
0

2
2

M
0

9

2
0

2
2

M
1

0

2
0

2
2

M
1

1

2
0

2
2

M
1

1

2
0

2
2

M
1

2

2
0

2
3

M
0

1

2
0

2
3

M
0

1

2
0

2
3

M
0

1

2
0

2
3

M
0

2

2
0

2
3

M
0

3

2
0

2
3

M
0

4

2
0

2
3

M
0

4

2
0

2
3

M
0

5

2
0

2
3

M
0

5

2
0

2
3

M
0

5

Evolución del precio del hormigón del Ayuntamiento 
de Barcelona y su relación con los precios del IVE

AJ BCN IVE



 

61 de 112 

sin grandes diferencias a lo largo del tiempo.  

 

Cierto es que, y en lo que se refiere al acero -gráfica 47- existe un intento de elevar los precios 

entre abril y junio de 2022 y a finales de ese mismo año, si bien resulta prácticamente 

anecdótico. Así, los precios son muy constantes, en torno a los 0,60 €/kg20. La tendencia que 

refleja este poder adjudicador contrasta, enormemente con los datos arrojados por el IVE, pues 

no existe intento alguno del ente por adaptarse a las drásticas subidas que se aprecian a partir 

de 2022.  

 

Por su parte, y en lo que se refiere al hormigón, la gráfica 48 nos muestra esta constancia del 

precio en cuestión, igualmente sin subidas; todo lo contrario, con una bajada de este en junio 

de 2022 (pasando de los 60,00 - 70,00 €/m3 a un importe de 50,00 €/m3)21. De nuevo, la 

política de fijación de precios de esta entidad contrasta con el aumento de los precios 

publicados por el IVE, que recogen la subida drástica a partir de 2022.  

 

De nuevo, y como en el resto de las licitaciones de las entidades analizadas, el precio 

presupuestado para los materiales no recoge la tendencia alcista que ya se había manifestado.  

Pero en este supuesto no solo es eso. No solo el precio es inferior al de mercado, sino que los 

precios utilizados no se han incrementado al alza, contrariamente a lo sucesivo en el resto de 

las licitaciones analizadas de otras entidades adjudicadores. Como se verá en las siguientes 

gráficas -47 y 48- los precios del hormigón y del acero utilizados por IGC sufren pequeñas 

alteraciones al alza y a la baja, creando en las gráficas unos pequeños dientes de sierra, pero 

unas líneas de tendencia horizontales totalmente al eje. 

 

De igual manera, puede observarse que las líneas de tendencia entre los precios de mercado y 

los utilizados en los presupuestos en ambas gráficas divergen según avanza el tiempo. 

 

 
20 En las últimas licitaciones (i.e. Execució de les obres de nova construcció institut 3/2, a l'Institut 
Vallcarca (Barcelona). Clau: INB-19227), ya fuera del periodo analizado, IGC ha actualizado el precio 
del acero a 1,27 €/kg. Esta licitación ha tenido un incremento, notable, de la participación.  

21 Sin embargo, en esas mismas últimas licitaciones, el precio del cemento continúa inamovible, en 
valores similares (64,31 €/m3). 

https://contractaciopublica.cat/ca/detall-publicacio/c82be8c5-5124-4310-9317-2c3542067bc0/300018281
https://contractaciopublica.cat/ca/detall-publicacio/c82be8c5-5124-4310-9317-2c3542067bc0/300018281
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Gráfica 47 - evolución en el tiempo del importe del acero en los contratos de 

IGC 

 

 

Gráfica 48 - evolución en el tiempo del importe del hormigón en los contratos de 

IGC 
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Departamento de Salud 

 

De este ente adjudicador no se han podido obtener datos suficientes para un análisis 

mínimamente útil y fiable a los efectos del presente informe.  

 

Autoridad Portuaria 

 

En el caso de este ente adjudicador, la tendencia al alza de los precios de los materiales es muy 

clara, a diferencia de los anteriores. 

 

En la gráfica 49 podemos ver cómo el acero pasó de un precio de 0,60 €/kg en diciembre de 

2020 a 1,00 €/kg, en abril de 2022. Entre abril y octubre de 2022 el precio cayó para remontar 

de nuevo hasta valores por encima de 1,20 €/kg en abril de 2023. A diferencia de lo que ocurría 

en la gráfica 47 -evolución de los precios del acero de IGC- este ente adjudicar sí parece hacer 

un esfuerzo por ajustarse a los crecientes precios del mercado. De hecho, las líneas de 

tendencia de los precios manejados por esta entidad y los publicados por el IVE parecen querer 

converger y, de hecho, los precios de ambos llegan a hacerlo al final del periodo analizado. 

 

Por lo que se refiere al hormigón, la gráfica 50 muestra, igualmente, una tendencia al alza del 

precio de este material, si bien más moderada que en el caso del acero. Aquí, los presupuestos 

base de los contratos no se han adaptado a los precios de mercado y han mantenido 

divergencias significativas. Así, se da un alejamiento bastante pronunciado entre los precios 

de mercado y los contemplados en los presupuestos de licitación con una diferencia de 40 €/m3 

(aprox.) al principio del periodo analizado, que pasó a los 60 €/m3 (aprox.) al final del mismo. 
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Gráfica 49 - evolución en el tiempo del importe del acero en los contratos de la 

Autoridad Portuaria 

 

 

Gráfica 50 - evolución en el tiempo del importe del hormigón en los contratos de 

la Autoridad Portuaria 

 

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

En lo que se refiere al precio de los materiales en las licitaciones de esta entidad las gráficas 51 

y 52, que se muestran a continuación, reflejan, de nuevo, una tendencia al alza de los mismos. 

Si bien es cierto que la subida es irregular, pues mezcla picos muy pronunciados con importes 
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similares a los del inicio del periodo analizado, lo cierto es que, en cualquier caso, el precio del 

acero aumentó hasta en un 50% de su precio y el hormigón en casi un 10%. El esfuerzo de este 

poder adjudicador por ajustar los precios al mercado es más acentuado, con un crecimiento en 

ambos materiales. 

 

No obstante, y en lo que al acero se refiere, de nuevo, los precios manejados por las entidades 

dependientes del Ministerio tardan en ajustarse -hasta 2022- a la subida reflejada por el IVE, 

pero terminan convergiendo las líneas de tendencia de ambos tipos de precios, llegando casi a 

coincidir ambos precios. 

 

En lo que se refiere al hormigón, y al igual que ocurría con el caso de las autoridades portuarias, 

la gráfica 52 se muestra, en apariencia, paralelo, ofreciendo, sin embargo, -de nuevo- una 

divergencia a lo largo del tiempo entre ambas líneas de tendencia, así como una lejanía 

bastante pronunciada entre los precios manejados por ambos, pasando de una diferencia de 

40 €/m3 (aprox.) al principio del periodo analizado, a una diferencia de 60 €/m3 (aprox.) al 

final del mismo. 

 

Gráfica 51 - evolución en el tiempo del importe del acero en los contratos del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 
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Gráfica 52 - evolución en el tiempo del importe del hormigón en los contratos del 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 
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5. Peso del precio en los criterios de adjudicación. 

 

En lo que se refiere a los criterios de adjudicación, la LCSP es clara: los contratos se deben 

adjudicar utilizando una pluralidad de criterios basados en el principio de mejor relación 

calidad-precio22. La LCSP parte de la perspectiva de que la calificación de la oferta no debe 

basarse en la obtención de la oferta "más barata" o económicamente más ventajosa, sino que 

atiende a la necesidad de obtener la oferta en base a la mejor relación calidad-precio, que, 

 
22 “Artículo 145. Requisitos y clases de criterios de adjudicación del contrato. 

1. La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de criterios de adjudicación en 

base a la mejor relación calidad-precio. 

(…)” 

› Ayuntamiento Barcelona: Las líneas de tendencia son prácticamente paralelas 

en los dos tipos de materiales analizados y al alza, si bien esta es mucho más 

llamativa en el caso del acero que en el caso del hormigón.  

› ICS: Respecto al acero, se muestra un intento por elevar el precio entre abril y 

junio de 2022 aunque ello no es suficiente mostrando la gráfica 52 que no existe 

intento alguno del ente por adaptarse a las drásticas subidas que se aprecian a 

partir de 2022. Por su parte, el hormigón el precio ha sido bastante constante y 

muy disonante con los precios de mercado.  

› Autoridad Portuaria: Esta entidad parece hacer un esfuerzo por ajustarse a los 

crecientes precios del mercado. De hecho, las líneas de tendencia de los precios 

manejados por esta entidad y los publicados por el IVE parecen querer 

converger y, de hecho, los precios de ambos llegan a hacerlo al final del periodo 

analizado. 

› MITMS: Al igual que el caso anterior, las entidades dependientes de este órgano 

tardan en ajustarse a los cambios del mercado, pero, finalmente, llegan a 

converger. 

› En definitiva, los entes del Estado se han adaptado mejor a las 

circunstancias económicas y tendencias alcistas de precios que los 

entes autonómicos.   

CONCLUSIONES EN RELACIÓN AL PRECIO DE LOS MATERIALES 

DE LOS EXPEDIENTES ANALIZADOS 
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conforme prevé el art. 145.2 LCSP, se evaluará con arreglo a criterios económicos y cualitativos. 

 

En suma, no se pretende conseguir la adjudicación del contrato al precio más barato, sino que, 

toda vez que los contratos públicos han pasado a ser considerados como instrumentos 

definitorios de políticas públicas, es necesario a obtener la mejor prestación desde una 

perspectiva cualitativa o de calidad precio. 

 

Sin embargo, este mandato legal no siempre se respeta por los poderes adjudicadores que, a 

menudo, priorizan, de manera desproporcionada, el precio sobre el resto de los criterios de 

valoración. La crisis económica causada por el COVID-19 así como el aumento imprevisto de 

los precios dejan ver cómo la atención exclusiva al precio empuja a que los contratos se 

adjudiquen por importes muy por debajo de mercado lo que, a la postre, genera consecuencias 

negativas con efectos generales en la economía: se recorta en calidad y en las partidas 

dedicadas a los medios personales.  

 

Por otro lado, en numerosas ocasiones el órgano de valoración no hace un análisis crítico de 

las justificaciones que da el licitador a una “baja temeraria”. Se pone así de manifiesto el 

interés de las entidades públicas de obtener la prestación más barata despreciando otros 

elementos relacionados con las políticas públicas e incluso el buen fin de la ejecución 

contractual que se ha puesto a prueba.   

 

Ayuntamiento de Barcelona  

 

Este poder adjudicador sitúa el peso de este criterio en los contratos de obra analizados entre 

un 20% y un 35%, dando mayor protagonismo a otros criterios de carácter valorativo.  

De esta manera, evita que las licitaciones se conviertan en meras subastas. 

Aun así, la fórmula de valoración del precio ofrece mayor puntuación a las ofertas con mayores 

bajas:  

 

• En BIMSA la fórmula de puntación es  𝑃𝑖 = [
(𝑂𝑖−𝑂𝑇

(𝑂𝑚𝑖𝑛−𝑂𝑇)
]

1

2 𝑥 𝑃𝑚𝑎𝑥 

En donde:   

Pi: Puntuación de la oferta analizada. 

Oi: Oferta analizada 

OT: Oferta Tipo. 

Omin: Oferta de precio más baja de la hoja de apertura de ofertas económicas (una vez 

realizado el proceso homogeneización) 

Pmax: Puntuación máxima 
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Según se indica en los pliegos, la fórmula aplicada consta “informada favorablemente 

por la Comisión de Evaluación de Fórmulas de Precio de la Gerencia Municipal del 

Ayuntamiento de Barcelona, en sesión celebrada en fecha 10 de julio de 2017.” 

 

• Para B:SM la fórmula es 𝑃𝑖 = 𝑃𝑚𝑎𝑥𝑥(
𝐿−𝑂𝑖

𝐿−𝑂𝑚𝑖𝑛
)   

En donde:  

Oi: Importe de la oferta 

Omin: Importe de la oferta más baja 

Pi: Puntuación final 

Pmax: Puntuación máxima 

L: presupuesto de licitación 

 

• Para el IMHAB la fórmula es: 

 

 ( 𝑃𝑟𝑒𝑠𝑢𝑝𝑢𝑒𝑠𝑡𝑜 𝑛𝑒𝑡𝑜 𝑑𝑒 𝑙𝑖𝑐𝑖𝑡𝑎𝑐𝑖ó𝑛−𝑜𝑓𝑒𝑟𝑡𝑎

𝑃𝑟𝑒𝑠𝑢𝑝𝑢𝑒𝑠𝑡𝑜 𝑛𝑒𝑡𝑜 𝑑𝑒 𝑙𝑖𝑐𝑖𝑡𝑎𝑐𝑖ó𝑛−𝑜𝑓𝑒𝑟𝑡𝑎 𝑚á𝑠 𝑒𝑐𝑜𝑛ó𝑚𝑖𝑐𝑎
) 𝑥 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑢𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑚á𝑥𝑖𝑎𝑚𝑎 =  𝑃𝑢𝑛𝑡𝑢𝑎𝑐𝑖ó𝑛 𝑟𝑒𝑠𝑢𝑙𝑡𝑎𝑛𝑡𝑒 

 

Igualmente se indica que la fórmula sigue la Instrucción de la Gerencia Municipal y fue 

aprobada por el Decreto de Alcaldía de 22 de junio de 2017 publicada en el Boletín 

Oficial y aprobada por el Decreto de Alcaldía de 22 de febrero de 2018.    

 

IGC  

 

En lo que se refiere a esta entidad, hay que destacar que, en 50 de los 216 contratos analizados, 

se otorga un peso al precio en la valoración de entre el 65% al 92%. 

 

Esto, casi, convierte a las licitaciones en meras subastas y, en los casos más extremos, se 

incumple con el desiderátum legal previsto en el artículo 145 de la LCSP sobre la necesidad de 

utilizar una pluralidad de criterios a fin de conseguir una mejor relación calidad-precio, 

quedándose solo en el mejor precio. 

 

En cuanto a las fórmulas de valoración, este poder adjudicador aplica tres si bien, en todas 

ellas, de nuevo, la puntuación máxima siempre se otorga a las ofertas más bajas:  

 

• 𝑃𝐸𝑖 = 𝑃 −  𝑉𝑃 ∗ (𝐵𝑚𝑎𝑥 − 𝐵𝑖) 
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En donde:  

PEi: puntuación de la oferta  

P: puntos del criterio económico (variará en cada caso) 

VP: Valor de ponderación (variará en cada caso) 

Bmax: baja máxima (expresado en %) 

Bi: baja de la oferta (expresado en %) 

 

• 𝑃𝐸𝑖 = 𝑃 ∗ (1 − (𝑂𝑖 −  𝑂𝑚𝑖𝑛)/ 𝐼𝐿) 

 

Donde:  

PEi: Puntuación máxima de la oferta 

P: puntos del criterio económico (variará en cada caso) 

Oi: Importe de la oferta (sin IVA) 

Omin: Importe de la oferta más económica (sin IVA) 

IL: Importe de licitación (sin IVA) 

 

• La última de las fórmulas usadas es la siguiente: 𝑃𝑂𝑖 = 𝑃 ∗ (1 −
𝑂𝑖−𝑂𝑚𝑖𝑛

𝑂𝑚𝑎𝑥−𝑂𝑚𝑖𝑛
) 

En donde:  

POi: Puntuación máxima a obtener por la oferta 

P: puntos del criterio económico (variará en cada caso) 

Oi: Oferta a puntuar 

Omin: Oferta más barata (expresada en euros) 

Omax: Oferta más cara (expresada en euros) 

 

Departamento de Salud 

 

Aquí, de nuevo, nos encontramos con un elevado número de contratos en los que se hace 

prevalecer de manera exagerada el precio sobre el resto de los criterios. Así, 26 de los 93 

contratos analizados de este ente adjudicador otorgan al precio un peso de entre el 51% y el 

80% de los criterios de valoración. 

 

De nuevo, se convierten las licitaciones en meras subastas y, en los casos más extremos, se 

incumple el desiderátum legal previsto en el artículo 145 de la LCSP. 

 

En cuanto a la fórmula de valoración, tanto para ICS como para CatSalud es la misma:  

 



 

71 de 112 

𝑃𝑣 = [1 − (
𝑂𝑣 − 𝑂𝑚

𝐼𝐿
) (

1

𝑉𝑃
)] 𝑥 𝑃 

 

En donde:  

Pv: es la puntuación de la oferta a valorar 

Ov: la oferta a valorar 

Om: la mejor oferta (la oferta más económica) 

IL: importe de licitación 

VP: Valor de ponderación (variará en cada caso) 

P: puntos del criterio económico (variará en cada caso) 

 

Y de nuevo, se trata de una fórmula que tiende a dar la mayor puntuación a las ofertas más 

bajas. 

 

Autoridades Portuarias 

 

En este caso, 9 de los 26 contratos pertenecientes a la Autoridad Portuaria de Barcelona 

valoran el precio como único criterio de adjudicación, con las consecuencias nocivas ya 

explicadas sobre la consideración de mera subasta.  

 

La fórmula de valoración, idéntica para la APB como para la APT, igualmente, otorga mayor 

puntuación a las mayores bajas:  

 

𝑃𝐸 =
𝑃 ∗ 𝐵𝑎𝑗𝑎 𝑑𝑒 𝑙𝑎 𝑜𝑓𝑒𝑟𝑡𝑎

𝐵𝑎𝑗𝑎 𝑚á𝑠 𝑒𝑐𝑜𝑛ó𝑚𝑖𝑐𝑎
+ 𝑃 

 

Donde P es la puntuación del criterio económico.  

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

En este caso, los poderes adjudicadores del Estado mantienen, en 77 de los 100 contratos 

analizados, la primacía del precio como criterio de valoración. El porcentaje otorgado a este 

criterio oscila entre el 51% y el 100%, siendo, por tanto, obligación de los ofertantes ofrecer 

precios bajos para poder ser más competitivos.  

 

Mención aparte merece AENA pues los procedimientos de las licitaciones analizadas han 

resultado ser negociados (con publicidad), con una fase técnica (simple o doble) y una fase 

económica. 
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La dinámica de estas licitaciones consiste en una fase técnica muy estricta en la que solo 

aquellos licitadores que pasen el corte en la misma pasan a la fase de oferta económica, en la 

que, llegados a ella, se adjudica el contrato a la oferta más baja. Así, no puede establecerse el 

peso del precio en estas licitaciones: no es un 0%, puesto que, al final, se adjudica a la oferta 

más económicamente más baja; pero tampoco es un 100%, puesto que hay una criba 

importante bajo aspectos técnicos. 

 

En definitiva, y respecto de AENA, este informe no puede entrar en la determinación que el 

peso del precio tiene en los criterios de adjudicación. 

 

En cuanto a las fórmulas de valoración de las ofertas, resulta que:  

 

• La fórmula empleada por ADIF, como se mostrará a continuación, ofrece una breve 

introducción donde ya adelanta que la mayor puntuación se otorgará a quien ofrezca la 

propuesta más baja y otorgará cero puntos a las ofertas iguales a la oferta tipo de la 

administración (es decir, ofrecerá menos puntos quien haga una oferta próxima al 

presupuesto base de licitación.  

 

𝑃𝐸𝑗 = 𝑃𝐸𝑚á𝑥 [2𝐵𝑂𝑗/𝐵𝑚𝑎𝑥 − (𝐵𝑂𝑗/𝐵𝑚𝑎𝑥) 2] 

En donde:  

PEj: puntuación económica de la oferta 

Boj: baja de la oferta 

Bmax: baja de la oferta más económica 

PEmax: puntuación del criterio económico 

 

• Por su parte, la DGT ofrece una fórmula similar a las previamente vistas, en la que se 

da mayor valor a las ofertas más bajas. Si bien, con una novedad, ya que se incluye en 

la fórmula la ponderación de los juicios de valor. La fórmula, es la siguiente:  

 

𝑃𝐺𝑗 =
𝑃𝑇𝑗 ∗ 𝑃𝑂𝑇 +  𝑃𝐹𝑗 ∗ 𝑃𝑂𝐹 

𝑃𝑂𝑇 + 𝑃𝑂𝐹
 

 

En donde:  

PGj: puntuación global de la oferta  

PTj: puntuación de los criterios evaluables mediante juicio de valor de la oferta 

PFj: puntuación de los criterios evaluables mediante fórmulas de la oferta 
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POT: ponderación de los criterios evaluables mediante un juicio de valor 

POF: ponderación de los criterios evaluables mediante fórmulas 

 

 

 

6. Análisis de las cláusulas de aseguramiento. 

 

En el presente apartado, analizaremos la aproximación a las exigencias de aseguramiento en 

las diferentes licitaciones objeto de estudio, agrupadas por entidades. 

 

Como comentario previo, diremos que en la totalidad de las mismas se exige la suscripción o 

justificación de la existencia de pólizas tanto de responsabilidad civil como de construcción, si 

bien difiriendo en las coberturas y los importes asegurados. 

 

A continuación, analizamos las referidas exigencias.  

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

BIMSA 

 

Los seguros requeridos se recogen en la letra L/M del cuadro de características (que se 

transcribe a continuación) del PCAP y se completa en el Anexo 9: 

 

“M.- ASSEGURANCES: L’adjudicatari resta obligat a subscriure i mantenir en vigor al llarg 

de tota la vigència del Contracte les pòlisses d’assegurances pels imports mínims indicats a 

continuació que cobreixin qualsevol responsabilitat derivada del Contracte, en el que consti 

com a beneficiari BIMSA, conforme l’Annex núm. [x]. 

 

› Las fórmulas de valoración del precio favorecen a aquellas ofertas que muestren 

una baja superior al resto de licitadores, otorgando a estas una mayor puntación. 

Se convierten, en definitiva, en meras subastas.  

› Los órganos locales son más coherentes con los principios de la LCSP que los 

órganos estatales y autonómicos, quienes dan un peso excesivo al precio, 

despreciando la importancia del resto de requisitos 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL PESO PRECIO DEL PRECIO EN LA 

VALORACIÓN DE OFERTAS 
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Assegurança “Tot Risc Construcció”, per un import mínim igual al de l’adjudicació, i de 

“Responsabilitat Civil” per un import de […] d’euros.” 

 

En cuanto al seguro de Todo Riesgo Construcción (TRC), se exige asegurar el importe de 

adjudicación, coincidente con el valor de la obra, lo que resulta normal y adecuado. 

 

En cuanto al seguro de Responsabilidad Civil (RC) los importes varían de contrato en contrato, 

no pareciendo obedecer a ningún patrón reconocible. Se exigen, por lo habitual, coberturas de 

un millón o de tres millones de euros, coberturas que, a veces, son inferiores al presupuesto 

base, a veces superiores.  

 

BS:M 

 

La obligación de suscripción de un seguro de RC se recoge en el apartado K del Cuadro de 

Características del PCAP (que se transcribe a continuación): 

 

“Durant la vigència del Contracte, l’adjudicatari s’obliga a subscriure i mantenir en 

vigor, segons correspongui, una pòlissa de Responsabilitat Civil General que cobreixi 

aquella responsabilitat en que pogués incórrer amb motiu de l’execució del present 

Contracte, d’acord a l’establert a la normativa aplicable a l’objecte del contracte.” 

 

Respecto de la póliza de RC, los pliegos no especifican ni los riesgos ni el importe asegurados, 

por lo que entendemos que deja un elevado grado de arbitrariedad en el órgano de contratación 

en la exigencia del mismo, arbitrariedad que puede incidir en situaciones contrarias al 

principio de igualdad de los licitadores o, incluso, a la competencia. 

 

Igualmente, en algunas de las licitaciones analizadas, se obliga al adjudicatario (Cláusula 13 

del PCAP) a suscribir una póliza de seguro de construcción, en los siguientes términos: 

 

“c) Assegurança (Annex 9) 

L’adjudicatari resta obligat a subscriure amb una companyia solvent una pòlissa 

d’assegurances en els termes que estableixi la normativa d’aplicació en l’àmbit de la 

Construcció." 

 

Al igual que sucedía con los seguros de RC, queda un amplio margen de arbitrariedad en su 

exigencia. Por otro lado, no se ha encontrado explicación a porqué en unos contratos se exige 

y no en otros lo que, igualmente, redunda en la arbitrariedad denunciada. 
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IMHAB 

 

Los seguros requeridos se recogen en la letra N del cuadro de características (que se transcribe 

a continuación) del PCAP: 

 

“Assegurança de Responsabilitat civil de l’empresa constructora per un import mínim 

de […] €. 

 

La vigència de la pòlissa de l’assegurança haurà de tenir una cobertura fins a la 

finalització del termini de garantia de les obres.” 

 

En los expedientes analizados no se ha encontrado –tampoco- explicación o comprensión 

alguna del porqué de la exigencia de un importe de cobertura u otro. A veces coincide con el 

importe de la licitación, a veces es superior a este, a veces es inferior. 

 

Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU (IGC) 

 

En los anexos de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Tipo que en cada licitación IGC 

dedica a los contratos de seguro, se recogen las características de los seguros de RC y de TRC. 

El seguro de TRC cubre el valor de la obra ejecutada durante el periodo de ejecución de la obra. 

En cuanto a la RC, también debe estar vigente la póliza durante la ejecución de la obra, y el 

referido anexo señala unos importes fijos de cobertura para tramos de valor de la obra, 

diferenciando, a su vez, entre obra civil y de edificación: 

 

“OBRA CIVIL 

Valor d’obra Inferior a 

1.000.000 € 

De 1.000.001 € a 

15.000.000 € 

Superior a 

15.000.0000 € 

Capital assegurat 1.000.000 € 2.000.000 € 5.000.000 € 

OBRA D’EDIFICACIÓ 

Valor d’obra 

 

Inferior a 300.000 

€ 

De 300.001 € a 

4.000.000 € 

Superior a 

4.000.0000 € 

Capital assegurat 300.000 € 1.200.000 € 3.000.000 € 

 

En qualsevol cas, el sublímit per víctima no podrà ser inferior a 150.000 €” 

 

A diferencia de otros ejemplos vistos anteriormente, IGC tiene, al menos, unos criterios claros 
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y conocidos sobre el importe a asegurar, lo que evita cualquier arbitrariedad que pueda hacer 

inclinar la concurrencia hacia determinado tipo de licitadores más solventes, por fuera de los 

requisitos de solvencia económica exigidos también en los pliegos. 

 

Departamento de Salud 

 

ICS 

 

No todos los pliegos de ICS regulan el régimen de responsabilidades del contratista, por lo que 

aquellos que no lo hacen, debe entenderse que siguen el régimen legal. 

 

En aquéllos que sí lo hacen, la Cláusula 27 del PCAP es la que regula el referido régimen de 

responsabilidades, haciéndola responsable de los vicios de construcción, así como de los daños 

por responsabilidad civil extracontractual, pero lo hace, igualmente, en los términos previstos 

legalmente. Sin embargo, en estos pliegos no se exige la suscripción de seguro alguno. 

 

CatSalud 

 

CatSalud, en el apartado M2 del Cuadro de Características de su PCAP, exige, como condición 

esencial del contrato, la suscripción de sendas pólizas de seguro de RC y de TRC: 

 

“El contractista aportarà amb caràcter previ a l’inici de les obres la pòlissa 

d’assegurança de béns i de responsabilitat civil corresponent, que haurà de complir 

necessàriament amb els requisits que s’estableixen a l’Annex de contracte 

d’assegurança adjunt.” 

 

Según la cláusula 29.1 del PCAP, dichos seguros deberán estar vigentes durante toda la 

ejecución de la obra, así como durante el periodo de garantía de la misma. 

 

El Anexo de Aseguramiento coincide básicamente con el de IGC, y, al igual que aquél, exige las 

siguientes coberturas por tramos: 

“OBRA CIVIL 

Valor d’obra Inferior a  

1.000.000 € 

De 1.000.001€ a 

15.000.000 € 

Superior a 

15.000.0000 € 

Capital assegurat 1.000.000 € 2.000.000 € 5.000.000 € 

  

OBRA D’EDIFICACIÓ 



 

77 de 112 

Valor d’obra Inferior a 

300.000 € 

De 300.001 € a 

4.000.000 € 

Superior a 

4.000.0000 € 

Capital assegurat 300.000 €  1.200.000 € 3.000.000 € 

  

En qualsevol cas, el sublímit per víctima no podrà ser inferior a 150.000 €.” 

 

Por tanto, los mismos comentarios realizados en el caso de IGC son aplicables a este. Esto es, 

se valora positivamente que tenga unos criterios claros y conocidos sobre el importe a asegurar, 

lo que evita cualquier arbitrariedad que pueda hacer inclinar la concurrencia hacia 

determinado tipo de licitadores más solventes, por fuera de los requisitos de solvencia 

económica exigidos también en los pliegos. 

 

Autoridades Portuarias 

 

APT 

 

El Cuadro Resumen que acompaña al PCAP de la APT exige al contratista tener suscrita tanto 

una póliza de seguro de RC como de TRC. 

 

En el caso de la TRC, tiene un límite de indemnización por siniestro igual al importe de 

adjudicación. El límite de indemnización por siniestro varía de contrato a contrato, siendo 

superior el límite cuanto mayor es el importe de la licitación. No obstante, no guarda 

proporción, resultando, a veces, un 10% de este, a veces un 15%, etc. 

 

La regulación de estos seguros dentro del PCAP se produce de una manera un tanto dispersa e 

indirecta. 

 

Así, en la cláusula 30.2.d) del PCAP, exige al contratista, a la recepción de las obras: 

 

“Acreditar la vigencia de la póliza del seguro todo riesgo construcción de las obras, 

por el plazo de un año contado desde la recepción de las mismas, y que la prima se 

encuentra totalmente abonada”. 

 

Por otro lado, en el Anexo 20, que recoge los Requisitos en materia de prevención de riesgos 

laborales, exige al contratista tener suscrito un “Seguro de Responsabilidad Civil que cubra 

para todo el periodo que dure la ejecución de la prestación, la responsabilidad derivada de 

los daños y perjuicios causados a terceras personas y sus bienes como consecuencia de dicha 
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ejecución”. 

 

APB 

 

En el caso de los pliegos de la APB, el apartado N del Cuadro-Resumen de Características que 

acompaña al Pliego de Condiciones Generales recoge: 

 

“El adjudicatario deberá suscribir un seguro todo riesgo construcción con una 

cobertura mínima del importe de adjudicación y un seguro de responsabilidad civil 

por valor de 1.000.000 euros. 

 

Dicho seguro deberá estar vigente desde el inicio de la ejecución del contrato hasta, 

como mínimo, la aprobación por el órgano de contratación de informe final del mismo 

a la finalización del plazo de garantía”. 

 

En lo que se refiere a la póliza de TRC, el importe de cobertura es el importe de adjudicación, 

que es el estándar. Sin embargo, la APB, en lo que a la RC se refiere, ha optado por un importe 

fijo, sin relación alguna con las responsabilidades en juego, si bien dice ser “mínimo”. En este 

último sentido, aunque a la formalización del contrato se exigiera otro importe, siempre sería, 

como mínimo, un millón de euros, por lo que, de nuevo, puede resultar excesivamente gravoso 

para obras de importe menor. 

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

ADIF y ADIF-AV 

 

En los pliegos de ADIF y de ADIF-AV, el apartado IV.3 del Cuadro de Características que 

acompaña al PCAP se dedica a las condiciones especiales de ejecución. Entre estas se 

encuentran el seguro a todo riesgo de construcción (artículo 202 LCSP), por una suma 

asegurada, bien de manera fija por 3.000.000,00 € (las más de las veces), bien haciéndola 

coincidir con el importe de adjudicación; así como el seguro de responsabilidad civil, por una 

suma asegurada de 2.000.000,00 € (las más de las veces), bien haciéndola coincidir con el 

importe de adjudicación. Ambos se establecen como condición especial de ejecución. 

 

De nuevo apreciamos cierto margen de arbitrariedad, pues no se comprende cómo para 

contratos de importes dispares se puedan pedir idénticas coberturas económicas. 
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AENA 

 

El Pliego de Cláusulas Particulares de AENA recoge en su cláusula 21 los diferentes seguros 

exigibles, que varían según la obra se lleve a cabo en el lado de aire o de tierra, y se solicitan los 

que AENA cree oportunos según la obra. A su vez, se exige que la póliza incluya una garantía 

de 12 meses de mantenimiento amplio, siendo el límite de indemnización a garantizar la 

totalidad del valor de la obra. 

 

De nuevo, al igual que ocurría con las licitaciones de APB, destaca que los importes de los 

límites son iguales para todas las licitaciones, sin importar el valor de la misma.  

 

D.G. de Carreteras 

 

Del mismo modo que ocurría en los pliegos de ADIF, en los Pliegos-Tipo de Cláusulas 

Administrativas Particulares de la D.G. Carreteras, en el apartado (22) del Cuadro de 

Características dedicado a las condiciones especiales de ejecución, se recogen el seguro a todo 

riesgo de construcción (artículo 202 LCSP), por una suma asegurada, bien de manera fija por 

3.000.000,00 € (por defecto), bien haciéndola coincidir con el importe de adjudicación; así 

como el seguro de responsabilidad civil, por una suma asegurada de 2.000.000,00 € (por 

defecto), bien escogiendo otra, que puede ser un importe o lo hacen coincidir con el 

presupuesto base de licitación. Ambos tipos de seguros se establecen como condición especial 

de ejecución. No obstante, la similitud con los pliegos de ADIF, apreciamos menos margen de 

arbitrariedad, pues parece haber cierta adecuación entre el importe del contrato y el importe 

exigido del seguro. 

 

 

 

› El análisis de los seguros exigidos por los distintos órganos de contratación nos 

ha permitido concluir la arbitrariedad en la determinación del importe de 

seguros respecto a los contratiempos que debe hacer frente una contratista.  

› Con todo, se aprecia que, en general, estas cláusulas se ajustan poco o nada a las 

circunstancias concretas de cada obra, destacando, por ser las más coherentes, 

las recogidas en CatSalud e IGC por establecer unos criterios claros y conocidos 

sobre el importe a asegurar, lo que evita cualquier arbitrariedad que pueda hacer 

inclinar la concurrencia hacia determinado tipo de licitadores más solventes. 

CONCLUSIONES SOBRE LAS CLÁUSULAS DE SEGURO 
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7. Análisis de las penalizaciones. 

 

La LCSP permite a los poderes adjudicadores, ante el incumplimiento del contratista, optar 

entre la resolución del contrato o la imposición de penalidades. Ello se recoge y especifica en 

los artículos 192 y 193 del texto normativo señalado. Con carácter general, las circunstancias 

que pueden dar lugar a la imposición de penalidades son: 

 

• El cumplimiento defectuoso del objeto del contrato. 

• O, el incumplimiento de los compromisos o de las condiciones especiales de ejecución. 

 

Dice el artículo 192 de la LCSP que los pliegos deberán prever las penalidades de aplicación a 

cada caso.  

 

El precepto dispone que las penalidades, en caso de incumplimiento no imputable al 

contratista, deberán ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento y las cuantías de cada 

una de ellas no podrán ser superiores al 10 por ciento del precio del contrato, IVA excluido, ni 

el total de las mismas superar el 50 por cien del precio del contrato. 

 

Si, en cambio, el contratista, por causas imputables a él mismo, hubiere incumplido 

parcialmente la ejecución de las prestaciones definidas en el contrato, la Administración 

contratante podrá optar, atendidas las circunstancias del caso, por su resolución o por la 

imposición de las penalidades que, para tales supuestos, se determinen en el pliego de 

cláusulas administrativas particulares o en el documento descriptivo. 

 

Por su parte, el artículo 193 de la LCSP recoge la penalidad genérica en caso de demora en la 

ejecución: imposición de las penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 

1.000 euros del precio del contrato, IVA excluido. Se permite a la administración incluir 

penalidades distintas a las señaladas cuando, atendiendo a las especiales características del 

contrato, se considere necesario para su correcta ejecución y así se justifique en el expediente.  

 

Además de estos supuestos, la LCSP, en su redacción de 2017, introdujo lo siguientes supuestos 

que dan lugar a la imposición de penalidades: 

 

1.- La no formalización del contrato por causas imputables al adjudicatario (150 y 153 

LCSP. 

2.- El incumplimiento de las obligaciones de subrogación en los contratos de trabajo 

(130 LCSP). 
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3.- El incumplimiento de las condiciones especiales de ejecución del contrato de 

carácter social, ético, medioambiental o de otro orden (202 LCSP). 

4.- Infracción de las condiciones de subcontratación (215 y 217 LCSP). 

 

La interpretación jurisprudencial de este instrumento ha señalado que las penalidades por 

incumplimiento o cumplimiento defectuoso tiene naturaleza de multas coercitivas y no de 

sanciones dada su marcado carácter contractual. Según interpretación del Tribunal Supremo: 

las penalidades constituyen un mecanismo que tiene la finalidad de constreñir al contratista 

al debido cumplimiento de sus obligaciones dentro del plazo prefijado, asegurando así la 

terminación de la obra en el tiempo previsto. Se trata de una posibilidad alternativa a la 

resolución del contrato, puesto que la Administración puede optar entre una y otra, en 

función de las circunstancias concurrentes en cada caso […]. 

 

En cuanto al procedimiento para su imposición, no se precisa en la Ley el procedimiento de 

imposición, por lo que debe ser el Pliego de cada licitación el que fije un procedimiento para 

su adopción. 

 

Dice el artículo 194 de la LCSP que las penalidades se impondrán por acuerdo del órgano de 

contratación, adoptado a propuesta del responsable del contrato. El pliego, deberá recoger:  

 

a) la graduación de las infracciones muy graves, graves y leves. 

b) establecer un régimen de penalidades ajustado, proporcionalmente, a la gravedad 

del incumplimiento. 

c) como consecuencia de conductas reiteradas, prever la resolución del contrato. 

d) determinar el método de cobro de las penalidades en caso de imposición: mediante 

descuento del pago siguiente, de la garantía o retención de la garantía si no fuese 

suficiente (artículos 194.2 LCSP y 99 RGLCAP). 

 

Veamos cómo plantea cada uno de los poderes adjudicadores analizados esta materia. En 

concreto, nos centraremos en el apartado de penalidades en caso de incumplimiento total del 

plazo de duración del contrato para valorar el ajuste a lo expuesto normativamente. 

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

BIMSA 

La cláusula 25 de los contratos firmados por BIMSA contiene la descripción de todos aquellos 

elementos que, en caso de incumplimiento o cumplimiento defectuoso, puede dar lugar a la 
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imposición de sanciones. Son 25 los conceptos de las penalizaciones analizados y el relativo a 

la duración del contrato dispone que: 

 

La penalización por falta de cumplimiento del plazo total:  

 

Para un retraso de entre 1 y 4 semanas completas se aplicará una penalización 

acumulada del 0,40% del importe de adjudicación por semana de retraso. 

 

Las semanas 5 a 8 de retraso se aplicará una penalización acumulada a la anterior, 

y por cada semana incluida en este período de 0,80% del importe de adjudicación. 

 

Las semanas 9 en adelante de retraso se aplicará una penalización acumulada en las 

anteriores y por cada semana incluida en este período de 1,30% del importe de 

adjudicación. 

 

Esta penalización está limitada a un valor acumulado del diez por ciento de 

penalización sobre el importe de adjudicación. 

 

En caso de que la demora sea igual o inferior a quince días, no se aplicará esta 

penalización. En partir del decimosexto día (día 16) de demora, la penalización se 

aplicará con efectos desde el día siguiente al de la finalización del plazo máximo de 

ejecución de la obra, es decir, a partir del primero (día 1) de demora. 

 

B:SM 

En la Cláusula 25 del Pliego de Cláusulas Particulares de las licitaciones de esta entidad, se 

recogen 7 tipos de penalizaciones. La relativa a la que aquí nos ocupa dispone que:   

 

Penalización por falta de cumplimiento del plazo total: En caso de sobrepasar el plazo 

contractual para la completa ejecución de la obra, el Contratista será objeto de 

penalización consistente en la deducción del importe de contratación de la obra, 

calculado de la siguiente forma: 

𝑃𝑑 =  
1,6

𝑇2
 𝑥 𝑡 𝑥 100 

En donde:  

Pd = porcentaje de penalización 

T = duración de la hora en días 

t = retraso en días 
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Por un retraso de “n” días, la penalización acumulada se obtendrá del sumatorio de 

todas las penalizaciones diarias Pd desde el día 1:  

 

𝑃𝑎𝑐𝑢𝑚𝑢𝑙𝑎𝑑𝑎 =  Σ𝑑=1
𝑑=𝑛𝑃𝑑 

  

IMHAB 

La cláusula 19 del PCAP recoge la “mora en las prestaciones” en donde se configuran las 

penalizaciones en caso de incumplimiento o cumplimiento defectuoso. Respecto al 

incumplimiento del plazo de ejecución recoge que: 

 

Penalización por demora en el cumplimiento del plazo total: Durante los siete 

primeros días naturales de demora el importe de la penalización será el importe 

resultante de la siguiente proporción sesenta céntimos de euro (0,60 €) por 

cada mil euros (1.000 €) del precio del contrato por cada día natural de 

demora. [esta es la penalización que contempla el artículo 193.3 de la LCSP] 

 

A partir del octavo día natural de demora, el importe de la penalización a aplicar 

a cada día natural de demora será el resultante de la siguiente proporción: noventa 

céntimos de euro (0.90 €) por cada mil euros (1.000 €) del precio del 

contrato. 

 

Para los expedientes 21/088 y 21/025 se prevé que esta penalidad lo sea:  

 

“Se penalizará a la empresa adjudicataria con la obligación de abonar 0,5€/día por 

cada 100€ del importe de adjudicación del contrato sin IVA, por cada día que supere 

el plazo comprometido en la adjudicación.” 

 

Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU (IGC) 

 

La cláusula 39 de los Pliegos de Cláusulas Administrativas Tipo de esta entidad 

diferencia cuatro grupos de penalidades (i. Incumplimientos específicos en el desarrollo 

de la Redacción del proyecto básico y ejecutivo, ii. Incumplimientos específicos en el 

desarrollo de la ejecución de obra, iii. Incumplimientos específicos en el desarrollo de la 

Redacción de proyectos modificados y iv. Incumplimiento de obligaciones comunes a las 

prestaciones del contrato) y dentro de cada grupo los hitos que pueden dar lugar a la 

imposición de estas (o, alternativamente, la rescisión del contrato). Veamos la que aquí 

nos ocupa:  
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Incumplimiento del plazo final de entrega del proyecto: El incumplimiento del plazo 

final del proyecto básico y ejecutivo dará lugar a penalizaciones progresivas por cada 

semana de retraso: 

 

1ª semana de retraso: 1% del precio del contrato correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo, IVA excluido. 

 

2ª semana de retraso: 2% del precio del contrato, correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo IVA excluido. 

 

3ª semana de retraso: 4% del precio del contrato, correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo IVA excluido.                                                                                                                                                                                                                                                                           

 

4ª semana de retraso: 8% del precio del contrato, correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo IVA excluido. 

 

Este incumplimiento varía en su redacción en ciertos expedientes siendo en su caso las 

penalizaciones progresivas de:  

 

1ª semana de retraso: 1% del precio del contrato correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo, IVA excluido. 

 

2ª semana de retraso: 5% del precio del contrato, correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo IVA excluido. 

 

3ª semana de retraso: 10% del precio del contrato, correspondiente a la prestación de 

Redacción del proyecto básico y ejecutivo IVA excluido.    

 

Departamento de Salud 

 

ICS 

La cláusula 13.4 y 13.5 del PCAP se describen los incumplimientos y las penalidades asociadas. 

Este órgano es más conservador y se limita a exponer que, en caso de incurrir en mora, se 

aplicará lo dispuesto en el 193.3 de la LCSP por cada día de mora con el máximo establecido 

en el artículo 193.4 de la LCSP.   
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 CatSalud 

En la cláusula 24 del PCAP de estos procesos de licitación se recoge el “Cumplimiento de plazos 

y correcta ejecución del contrato”. En este caso, la contratista que incurran en mora del 

cumplimiento total o parcial de los plazos previstos quedarán sujetas a la voluntad de la 

entidad que podrá resolver el contrato (en atención a las características del incumplimiento) 

y optar por la imposición de penalidades tal y como se recoge en el artículo 193 y 194 de la 

LCSP.   

 

Autoritats Portuarias 

 

APT 

Se recogen en el Cuadro de Características un total de siete penalidades distintas. Y en la 

cláusula 25 del PCAP se describe las penalidades por mora y en el 39 se describen las 

penalidades por incumplimiento de las obligaciones contractuales.  

 

La mora por causas imputables al contratista, entre la que se incluiría el incumplimiento del 

plazo de ejecución, dará lugar a la resolución o a la imposición de penalidades según describe 

el artículo 193 de la LCS.  

 

APB 

Las penalizaciones se describen tanto en el cuadro de características como en la cláusula del 

Pliego de Condiciones Generales dedicada a ello. Se indica en el cuadro que:  

 

“El importe de las penalizaciones de 1.500 euros por día debe sustituirse por el 

de 0,60 euros por cada 1.000 euros del precio del contrato. El resto de la 

condición se mantiene inalterable y es el contenido que se aplicará en el presente 

contrato.” 

 

Es decir, que se procede a aplicar lo dispuesto en el artículo 193 de la LCSP.   

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

 

ADIF y ADIF AV 

De manera sucinta, el apartado IV.5 del cuadro de características que acompaña al PCAP 

recoge las penalidades del contrato de manera simplificada y dirigiendo expresamente a la 

cláusula que lo describe. A los efectos que aquí nos ocupa, la penalidad: 
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3. Por demora, conforme al art. 193 LCSP (Cláusula 30 del Pliego).  

 

Se limita, por tanto, a aplicar los supuestos contenidos en la normativa de contratación pública. 

La cláusula 30 del PCAP dispone que serán objeto de penalización: Por demora: se aplicará lo 

previsto en el artículo 193.3, 193.4 y 195.2 de la LCSP.  

 

AENA 

Se concentran las penalidades del contrato en la cláusula 22 del Pliego de Condiciones 

Particulares:  

 

c) Por mora: […] c) Incumplimiento del plazo total: 193 de la LCSP 

 

 

DGC 

Se describen en el cuadro de características que acompaña al Pliego-tipo de Cláusulas 

Administrativas Particulares, de manera sucinta:  

 

“Por demora en el plazo de ejecución: Por incumplimiento de plazo total. Las previstas 

en el artículo 193 de la LCSP y por incumplimiento de la obra ejecutada a origen. Las 

previstas en la Cláusula 42 de este pliego.” 

Y en el clausurado recoge que:  

 

Por demora: a) En el plazo de ejecución: 193 y 195 de la LCSP.  

 

 

 

 

8. Análisis de la cláusula de indemnización en caso de suspensión de la obra 

› A diferencia de los órganos de contratación locales y de ICS, el resto de los 

poderes adjudicadores se limitan a transcribir las penalidades previstas en la 

normativa sin mayores especificaciones.   

› Por su parte, los órganos de contratación locales e ICS incluyen penalidades 

distintas a las enumeradas en la LCSP, más ajustadas a la naturaleza de la obra 

atendiendo a las especiales características del contrato, en aplicación de la 

posibilidad recogida en el párrafo segundo del artículo 193.3 de la LCSP. 

CONCLUSIONES RELATIVAS AL LAS CLÁUSULAS PENALES 
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por causas no imputables a la contratista 

 

El artículo 208 LCSP establece el régimen general de suspensión de los contratos 

administrativos mientras que, para los contratos de obras, el artículo 254 contiene la 

regulación específica de los efectos resolutorios de la suspensión por causas imputables a la 

administración. El artículo 208 de la LCSP regula, por tanto, los efectos de la suspensión del 

contrato por causas imputables a la administración contratante, y reconoce el derecho del 

contratista a ser indemnizado, aunque solo por los conceptos que se contemplan en este 

precepto salvo que el pliego incluya, además, otros conceptos diferentes de los anteriores.  

 

No se trata de una norma dispositiva pues lo único que puede hacer la administración 

contratante es ampliar los conceptos indemnizables en el PCAP, pero en ningún caso eliminar 

el derecho de indemnización cuando la suspensión se produce por una causa imputable a la 

administración.  

 

Cuando la suspensión se produce por causas de fuerza de mayor, de acuerdo con el artículo 

205 LCSP, se aplicará la cláusula rebus sic stantibus cuando se reúnan los requisitos para ello.  

 

Los únicos supuestos que quedan excluidos de la indemnización son aquellos en que la 

suspensión se produce por causas imputables al contratista o por causas que no derivan de la 

actuación de ninguna de las partes contratantes, pero tampoco son causas de fuerza mayor. En 

este caso, el contratista ha de asumir las consecuencias derivadas de la suspensión (STS de 3 

de febrero de 2000 (rec.2380/1994), 31 de octubre de 2000 (rec 3419/1996) y 13 de septiembre 

de 2012 (rec. 2150/2008). Por su parte, en caso de suspensión por causa de fuerza mayor en 

los contratos administrativos según recoge el artículo 239 de la LCSP, el contratista sí tendría 

derecho a una indemnización.  

 

Respecto a las partidas que podrán ser objeto de indemnización, dice el artículo 208.2 LCSP 

  

“2. Acordada la suspensión, la Administración abonará al contratista los daños y 

perjuicios efectivamente sufridos por este con sujeción a las siguientes reglas: 

 

a) Salvo que el pliego que rija el contrato establezca otra cosa, dicho 

abono solo comprenderá, siempre que en los puntos 1.º a 4.º se acredite 

fehacientemente su realidad, efectividad e importe, los siguientes 

conceptos: 
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1.º Gastos por mantenimiento de la garantía definitiva. 

2.º Indemnizaciones por extinción o suspensión de los contratos de trabajo 

que el contratista tuviera concertados para la ejecución del contrato al 

tiempo de iniciarse la suspensión. 

3.º Gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar adscrito 

al contrato durante el período de suspensión. 

4.º Alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, instalaciones y 

equipos siempre que el contratista acredite que estos medios no pudieron ser 

empleados para otros fines distintos de la ejecución del contrato suspendido. 

[aparado 5º suprimido] 

6.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro suscritas por el 

contratista previstos en el pliego de cláusulas administrativas vinculados al 

objeto del contrato. 

 

b) Solo se indemnizarán los períodos de suspensión que estuvieran 

documentados en la correspondiente acta. El contratista podrá pedir que se 

extienda dicha acta. Si la Administración no responde a esta solicitud se entenderá, 

salvo prueba en contrario, que se ha iniciado la suspensión en la fecha señalada 

por el contratista en su solicitud. 

 

c) El derecho a reclamar prescribe en un año contado desde que el 

contratista reciba la orden de reanudar la ejecución del contrato.” 

 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo ya ha manifestado que no sería lícito que la 

Administración pudiese, en el ejercicio de sus prerrogativas, modificar o resolver un contrato 

o suspender unas obras sin que al propio tiempo resultase obligada a mantener 

la “equivalencia honesta del contrato administrativo” que funda el derecho del contratista al 

perfecto restablecimiento de la ecuación financiera del contrato como contrapartida de los 

poderes de la Administración. En este sentido, la Sentencia de 22 de mayo de 2012 de la Sala 

de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (rec. nº Rec. 1638/2011) nos dice que 

la reclamación de daños ocasionados por la suspensión no se incardina en la acción de 

responsabilidad extracontractual. No estamos ante una reclamación indemnizatoria 

reconducible en el régimen de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 

Públicas, sino que lo que se hace valer es una reclamación de responsabilidad contractual con 

motivo de los daños y perjuicios generados a la entidad contratista como consecuencia de una 

incidencia surgida durante la ejecución de un contrato público de obras. 
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En el propio artículo 208.c) de la LCSP se establece un plazo de prescripción de un año para 

ejercitar el derecho a reclamar la indemnización desde que el contratista reciba la orden de 

reanudar la ejecución del contrato y se determinan los conceptos indemnizables como ya 

hemos visto, salvo que el pliego que rija el contrato establezca otra cosa.  

 

La Sentencia nº 1423/2022, de 2 de noviembre de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 

del Tribunal Supremo (rec. nº 4884/2020) señala que el aumento del plazo de ejecución de la 

obra por causas no imputables al contratista se incardinará, igualmente, en este sistema de 

indemnización.  

 

Se considera que el aumento del plazo de ejecución de la obra cuando no resulta imputable al 

contratista, sino a una Administración pública que debe intervenir en la ejecución de la obra, 

en principio y salvo circunstancias que puedan concurrir en cada caso concreto, no quedan 

comprendidas en el riesgo y ventura de mismo.  

 

Así las cosas, estima igualmente la Sala Tercera del Tribunal Supremo que podrán ser objeto 

de indemnización los costes indirectos en los que se haya incurrido por dicho aumento del 

plazo siempre y cuando estos estén justificados como exige la doctrina jurisprudencial 

consolidada de calcular la indemnización según los perjuicios reales y efectivamente sufridos. 

En el caso analizado por la sentencia referida, los costes indirectos solicitados se calculaban 

como un porcentaje determinado, concreto y acorde a la práctica sobre los gastos generales. 

Igualmente, el importe reclamado venía soportado por informes periciales que, además, fueron 

confirmados por peritos judiciales.  

 

La clave de la indemnización de los daños radica en la correcta acreditación de los mismos, en 

la demostración de su extensión y realidad de forma expresa y documentada.  

 

En este sentido, mientras los gastos directos no plantean gran dificultad, en contra, la prueba 

de los gastos indirectos es mucho más delicada. Para encauzar correctamente esta última 

partida, ha de acreditarse su realidad, efectividad e importe, sin que sea dable ni presumir su 

existencia ni determinar su importe mediante un porcentaje del presupuesto de ejecución 

materia. 

 

En definitiva, la ley, en lo que se refiere a los contratos administrativos, reconoce al contratista 

el derecho a ser indemnizado por la suspensión acordada por la administración por causas que 

le son a ella imputables, aunque los pliegos podrán ampliar los conceptos indemnizatorios 

establecidos en el artículo 208.2 de la LCSP. 
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En cuanto a los contratos privados, que en el presente informe son aquellos suscritos con los 

poderes adjudicadores analizados que no son administración pública, estos no se ven 

constreñidos por las previsiones del artículo 208 de la LCSP, pudiendo establecerse el régimen 

que se estime oportuno, con “cualesquiera pactos, cláusulas y condiciones, siempre que no 

sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico y a los principios de buena 

administración” (art. 34.1 LCSP). 

 

Veamos cómo se trata esta materia en los contratos analizados:  

 

Ayuntamiento de Barcelona 

 

B:SM 

La Cláusula 24 de los contratos firmados por esta entidad local recoge lo siguiente: 

“En el caso de suspensión de los trabajos, por causa no imputable al Contratista, se 

establecerán de forma contradictoria los posibles perjuicios económicos 

derivados de la mencionada suspensión, salvo el caso en que se pueda establecer un 

nuevo Plan de Obras, el camino crítico del cual no incremente el plazo total de las 

obras en más de 15 días, caso en el que el Contratista no podrá reclamar ningún tipo 

de sobrecoste o compensación económica. 

En cualquier caso, la suspensión dará lugar al establecimiento de un nuevo Plan de 

Obras, con reconocimiento de los retrasos producidos y aumento del plazo total de 

ejecución de obra, si estos afectan el camino crítico de las obras. La cuantificación, 

si se tercia, de los perjuicios económicos antes mencionados no podrá 

exceder la cantidad de (Presupuesto de Ejecución por Contrata x 6% / 

plazo contractual de la obra) euros por cada mes de incremento del plazo 

total de las obras, sin tener en cuenta la primera quincena. 

Si la suspensión fuera total, transcurrido un plazo de ocho meses, el Contratista 

tendrá derecho a la rescisión de la contrata y a una indemnización del 6% del 

importe de ejecución material contratado de la obra que reste para ejecutar de 

la que se deducirán, por no ser acumulable a las mismas, las cantidades que el 

Contratista, en su caso, hubiera recibido por aplicación de aquello establecido en las 

Cláusulas 7.4 y 24.1 del presente Contrato.” 
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Dado que se trata de un poder adjudicador no administración pública, la cláusula transcrita, si 

bien se separa de la previsión legal recogida en el artículo 208 de la LCSP, entendemos que no 

es ilegal. Ello, no obstante, es evidente que pone en peor situación al contratista en 

comparación con un contrato administrativo pues se establece un mecanismo tendente a negar 

o disminuir la indemnización. 

En primer lugar, si se puede establecer un nuevo Plan de Obras que no incremente el plazo 

total de las obras en más de quince días, el contratista no podrá reclamar ningún tipo de 

compensación económica. Esto es, sea cual sea el periodo de suspensión, si puede ajustarse el 

plan de obras de manera que el plazo final no exceda de quince días respecto del inicial, el 

contratista no tendrá derecho a indemnización alguna. 

En segundo lugar, se establece un límite máximo para la indemnización, procedente solo a 

partir del día decimoquinto de la suspensión, y es que nunca podrá ser superior al resultado de 

la siguiente fórmula: (Presupuesto de Ejecución por Contrata x 6% / plazo contractual de la 

obra) euros por cada mes de incremento del plazo total de las obras. 

Por último, si la suspensión es total y transcurren ocho meses, el contratista podrá resolver el 

contrato y solicitar una indemnización del 6% del importe de ejecución material contratado de 

la obra que reste para ejecutar de la que se deducirán, por no ser acumulable a las mismas, las 

cantidades que el Contratista, en su caso, hubiera recibido por aplicación de lo anterior y del 

retraso en la ocupación de los terrenos. 

IMHAB 

La cláusula 26 de los contratos firmados por esta entidad local recoge lo siguiente: 

“En el supuesto de que se produzca la suspensión de los trabajos de la Obra, por orden 

de un tercero –judicial o administrativa- y la causa no fuera imputable a la 

Contratista, esta podrá optar entre resolver el Contrato, o bien continuar como 

constructor de la Obra y acordar con la IMHAB, la incidencia de suspensión sobre las 

cláusulas contractuales (plazos, precio, medidas de protección de las obras, etc.).” 

 

Si bien esta cláusula no establece un régimen indemnizatorio propio ni hace tampoco 

referencia a la Ley, resulta de aplicación el régimen previsto en el mencionado artículo 

208 de la LCSP ya que tiene la consideración de contrato administrativo. 

 

En efecto, si bien esta cláusula solo hace referencia a las consecuencias de la suspensión sobre 

determinadas cláusulas contractuales referidas a plazos, precio, medidas de protección de las 

obras, etc., no excluye expresamente la procedencia de una indemnización por los daños y 
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perjuicios ocasionados por dicha suspensión, y el apartado a) del artículo 208 de la LCSP solo 

permite modular los conceptos indemnizatorios, no la indemnización en sí. 

 

BIMSA 

La cláusula 26.2 de los contratos firmados por esta entidad local recoge lo siguiente: 

“En el caso de suspensión temporal, parcial o total, de los trabajos, por causa no 

imputable al Contratista, se establecerán de forma contradictoria los posibles 

perjuicios económicos derivados de la mencionada suspensión, salvo que el Plan de 

Obras actualizado no supere en quince días el plazo total de la obra respecto al 

vigente en el momento de la suspensión. La cuantificación, si se tercia, de los perjuicios 

económicos antes mencionados no podrá exceder la cantidad de (Presupuesto de 

Ejecución por Contrata x 5% / plazo contractual de la obra) euros por cada mes de 

incremento del plazo total de las obras, sin tener en cuenta la primera quincena. Los 

perjuicios económicos exigibles quedan fijados en: vigilancia, coste de la 

mano de obra indirecto durante los meses de suspensión (dirección técnica de la obra 

por parte del Contratista), coste por mayor duración de los seguros, gastos de teléfono 

y comunicaciones, limpiezas y costes de alquiler de la maquinaria fija (desees torres, 

andamios y otros elementos inmovilizados similares), todo previa acreditación de los 

precios y dedicaciones en que haya incurrido el Contratista durante el plazo de 

suspensión de la obra.” 

 

La misma consideración expuesta respecto a B:SM se puede trasladar a este poder adjudicador. 

Así las cosas, los contratos celebrados por BIMSA tendrán la consideración de contratos 

privados y, por tanto, no tiene obligación de seguir las directrices marcadas por la LCSP para 

la determinación, en este caso, de los elementos indemnizables, ni de los plazos de aplicación 

de estos.  

 

Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU (IGC) 

 

Se ha encontrado que esta entidad regula la indemnización que, en su caso, correspondería al 

contratista en caso de suspensión temporal del contrato por causa no imputable al mismo, con 

dos redacciones diferentes. 

 

Cuando el pliego que regula la licitación es el Pliego de Cláusulas Administrativas Tipo, la 

cláusula 49 del mismo dice así:  

 

“En el caso de suspensión de los trabajos, por causa no imputable al 
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Contratista, se establecerán de forma contradictoria los posibles perjuicios 

económicos derivados de dicha suspensión, salvo en el caso en que se pueda 

establecer un nuevo Plan de Trabajos, cuyo camino crítico no incremente el plazo total 

de las obras en más de 30 días, casos en los que el Contratista no podrá reclamar 

ningún tipo de sobrecoste o compensación económica.  

 

En cualquier caso, la suspensión dará lugar al establecimiento de un nuevo Plan de 

Trabajos, con reconocimiento de los retrasos producidos y aumento del plazo total de 

ejecución de obra, si éstos afectan al camino crítico de las obras. La cuantificación, 

en su caso, de los perjuicios económicos antes mencionados no podrá exceder, 

por cada uno de los tres primeros meses de aplicación, la cantidad de 

(Presupuesto de Ejecución por Contrata x 6% / plazo contractual de la 

obra) euros, ni la cantidad de (Presupuesto de Ejecución por Contrata x 

2% / plazo contractual de la obra) euros por cada uno de los meses siguientes. 

 

Si la suspensión fuera total, transcurrido un plazo de ocho meses, el Contratista 

tendrá derecho a la resolución de la contrata y a una indemnización del 6% del 

importe de  ejecución material contratado de la obra que reste para ejecutar de la que 

se deducirán, por no ser acumulable a las mismas, las cantidades que el Contratista, 

en su caso, hubiera recibido por aplicación de aquello establecido en las Cláusulas 

30.4 y 49.1 del presente Pliego en los mismos periodos de tiempos a que se refiere esta 

cláusula.” 

 

Como se ha visto con anterioridad, aun cuando este tipo de cláusula es perjudicial para el 

contratista, dicha cláusula es perfectamente posible toda vez que se trata de contratos de 

naturaleza privada. En efecto, y de nuevo, si bien los perjuicios se establecen de forma 

contradictoria, sigue habiendo dos cuestiones tendentes a negar o a disminuir la 

indemnización. 

En primer lugar, si se puede establecer un nuevo Plan de Trabajos que no incremente el plazo 

total de las obras en más de treinta días, el contratista no podrá reclamar ningún tipo de 

compensación económica.  

Esto es, sea cual sea el periodo de suspensión, si puede ajustarse el plan de obras de manera 

que el plazo final no exceda de treinta días respecto del inicial, el contratista no tendrá derecho 

a indemnización alguna. 
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En segundo lugar, se establece un límite máximo para la indemnización, en los siguientes 

términos: (Presupuesto de Ejecución por Contrata x 6% / plazo contractual de la obra) euros 

por cada uno de los tres primeros meses de incremento del plazo total de las obras; y, para el 

resto de los meses, la cantidad de (Presupuesto de Ejecución por Contrata x 2% / plazo 

contractual de la obra) euros por mes. 

Por último, si la suspensión es total y transcurren ocho meses, el contratista podrá resolver el 

contrato y solicitar una indemnización del 6% del importe de ejecución material contratado de 

la obra que reste para ejecutar de la que se deducirán, por no ser acumulable a las mismas, las 

cantidades que el Contratista, en su caso, hubiera recibido por aplicación de lo anterior y del 

retraso en la ocupación de los terrenos. 

La segunda redacción corresponde a la cláusula 40 o 50 (dependiendo del pliego) del PCAP: 

 

“En el caso de suspensión de los trabajos, por causa no imputable al 

Contratista, se establecerán de forma contradictoria los posibles perjuicios 

económicos derivados de dicha suspensión, salvo en el caso en que se pueda 

establecer un nuevo Plan de Trabajos, cuyo camino crítico no incremente el 

plazo total de las obras en más de 30 días, casos en los que el Contratista no 

podrá reclamar ningún tipo de sobrecoste o compensación económica. En 

cualquier caso, la suspensión dará lugar al establecimiento de un nuevo Plan 

de Trabajos, con reconocimiento de retrasos producidos y aumento del plazo 

total de ejecución de obra, si éstos afectan al camino crítico de las obras. Los 

primeros 30 días de incremento del plazo total de ejecución de obra no tendrán 

derecho a indemnización. 

 

La cuantificación, en su caso, de los perjuicios económicos antes citados no 

podrá exceder, por cada uno de los tres primeros meses de aplicación (sin 

incluir los 30 primeros días de incremento de plazo), la cantidad de 

(Presupuesto de Ejecución por Contrato x 6% / plazo contractual de la obra) 

euros, ni la cantidad de (Presupuesto de Ejecución por Contrato x 2% /plazo 

contractual de la obra) euros por cada uno de los meses siguientes y 

únicamente por los conceptos siguientes: 

− Gastos de mantenimiento de la garantía definitiva. 

− Indemnizaciones por extinción o suspensión de contratos de trabajo 

que el Contratista tuviera concertados para la ejecución del contrato al 

tiempo de iniciarse la suspensión. 

− Gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar 
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adscrito al contrato durante el período de suspensión. 

− Gastos de alquileres o de mantenimiento de la maquinaria, 

instalaciones y equipos siempre que el Contratista acredite que estos 

medios no pudieron ser empleados para otros fines distintos a la 

ejecución del contrato suspendido. 

− Los gastos de seguros contratados por el Contratista exigidos para la 

ejecución del contrato exigidas en este Pliego. 

 

En caso de que la suspensión de la obra fuese parcial los daños y 

perjuicios a abonar serán los correspondientes a la parte del contrato 

suspendida. 

 

El derecho a reclamar la indemnización prescribirá en el plazo de un año desde 

que el Contratista reciba la orden de reanudar la ejecución. 

 

Si la suspensión fuera total, transcurrido un plazo de ocho meses, el 

Contratista tendrá derecho a la resolución del contrato y a una indemnización 

en los términos de la cláusula 53.4 del Pliego, de la que se deducirán, por no 

ser acumulable a las mismas, las cantidades que el Contratista, en su caso, 

hubiera recibido por aplicación de aquello establecido en las Cláusulas 30.4 y 

49.1 del presente Pliego en los mismos periodos de tiempos a que se refiere esta 

cláusula.” 

 

Este tipo de cláusula es, igualmente, perjudicial para el contratista. Y resulta idéntica 

a la otra utilizada por esta misma entidad, si bien añade como novedad diferencial el que fija 

los conceptos que servirán para conformar el importe de la indemnización, conceptos 

coincidentes con los establecidos en el artículo 208.a) de la LCSP. La determinación de los 

importes indemnizatorios es especialmente relevante en este supuesto ya que, sin dicha 

limitación y dado que son contratos privados, se podría reclamar la indemnización de tantos 

daños y perjuicios como el contratista fuera capaz de identificar y justificar. Con esta 

limitación, de nuevo, se establece un empeoramiento del contratista en relación con la 

redacción anterior si bien los conceptos indemnizables coinciden con lo dispuesto en el artículo 

208 de la LCSP, como ocurriría en un contrato administrativo.  

 

Departament de Salut 

ICS 
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Esta entidad regula esta cuestión en la cláusula 13.10 de su PCAP, que tiene la siguiente 

redacción: 

 

“El contrato podrá ser suspendido por acuerdo de la Administración o para que el 

contratista opte para suspender su cumplimiento, en caso de demora en el pago del 

precio superior a 4 meses, comunicándolo a la Administración con un mes de 

antelación. 

En todo caso, la Administración tiene que extender el acta de suspensión 

correspondiente, de oficio o a solicitud de la empresa contratista, en conformidad con 

el que dispone el artículo 208.1 de la LCSP. 

El acta de suspensión, de acuerdo con el artículo 103 del RGLCAP, lo tendrán que 

firmar una persona en representación del órgano de contratación y la empresa 

contratista y se tiene que extender en el plazo máximo de dos días hábiles, a contar 

del día siguiente al día en que se acuerde la suspensión. 

El abono de los daños y perjuicios a la empresa contratista solo 

comprenderá los conceptos que se indican en este precepto.” 

Como puede verse, es una cláusula que se remite a la regulación prevista en la LCSP, por lo que 

se considera adecuada. 

 

CatSalut 

Esta entidad regula esta cuestión en la cláusula 34 de su PCAP, con la siguiente redacción: 

 

“El contrato podrá ser suspendido por acuerdo de la Administración o para que el 

contratista opte para suspender su cumplimiento, en caso de demora en el pago del 

precio superior a 4 meses, comunicándolo a la Administración con un mes de 

antelación. 

En todo caso, la Administración tiene que extender el acta de suspensión 

correspondiente, de oficio o a solicitud de la empresa contratista, en conformidad con 

el que dispone el artículo 208.1 de la LCSP. 

EL acta de suspensión, de acuerdo con el artículo 103 del RGLCAP, lo tendrán que 

firmar una persona en representación del órgano de contratación y la empresa 

contratista y se tiene que extender en el plazo máximo de dos días hábiles, a contar 

del día siguiente al día en que se acuerde la suspensión. 
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La Administración tiene que abonar a la empresa contratista los daños y 

perjuicios que efectivamente se le causen en conformidad con el previsto 

en el artículo 208.2 de la LCSP. El abono de los daños y perjuicios a la 

empresa contratista solo comprenderá los conceptos que se indican en 

este precepto. 

 

De nuevo, se trata de una cláusula que se remite a la regulación prevista en la LCSP, por lo que 

se considera adecuada. 

 

Autoritats Portuarias 

 

APT 

Es la cláusula 27 del PCAP la que regula la cuestión analizada, en lo que se refiere a esta 

entidad, la cual dice así: 

 

“Si la APT acordase la suspensión temporal total de las obras, por causas imputables 

a ella misma y por un periodo de tiempo que no dé derecho al adjudicatario a solicitar 

la resolución del contrato, procederá el abono al contratista de los daños y 

perjuicios efectivamente sufridos en los términos previstos en el artículo 

208 LCSP. 

 

Se trata de una cláusula que se remite a la regulación prevista en la LCSP, por lo que se 

considera adecuada. 

 

APB 

Lo mismo ocurre con la condición 42 del Pliego de Condiciones Generales de esta entidad, que 

establece: 

 

“En caso de suspensión, el contratista acepta que únicamente tendrá derecho a 

indemnización si se dan los requisitos siguientes: 1º.- Que la suspensión acordada no 

sea consecuencia directa o indirecta de un incumplimiento suyo; 2º.- Que se 

prolongue por un plazo superior a cuatro meses. 

En caso de procedencia de indemnización, para la determinación de los daños 

y perjuicios se atenderá, a lo previsto en el artículo 208 de la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre. 
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De nuevo, la remisión a la ley conlleva que se trate de una cláusula no perjudicial para el 

contratista. 

 

Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible 

ADIF 

Durante el periodo analizado en el presente informe, ADIF ha utilizado dos pliegos diferentes. 

 

En primer lugar, en el Pliego-Tipo de Condiciones Administrativas Particulares de ADIF se 

recogía la cláusula 37, que dice así: 

 

“La suspensión de la ejecución del contrato podrá acordarse por ADIF de 

conformidad con el artículo 190 de la LCSP, o tendrá lugar a solicitud del contratista 

de acuerdo al artículo 198.5 de la citada ley. En ambos casos se extenderá un acta, de 

oficio o a solicitud del contratista, en la que se consignarán las circunstancias que la 

han motivado y la situación de hecho en la ejecución de aquel. 

 

Acordada la suspensión, y en el supuesto de que ADIF sea responsable causal 

de la suspensión, la Entidad abonará al contratista, en su caso, los daños y 

perjuicios efectivamente sufridos por este con sujeción al punto 2 del artículo 208 de 

la LCSP.” 

 

Por tanto, se trata de una cláusula no perjudicial para el contratista. 

 

En segundo lugar, la cláusula 35 del PCAP recoge el primer párrafo de la anterior cláusula, si 

bien no así el segundo, que es precisamente el que hacía referencia al artículo 208 de la LCSP: 

 

“La suspensión de la ejecución del contrato podrá acordarse por ADIF de 

conformidad con el artículo 190 de la LCSP, o tendrá lugar a solicitud del contratista 

de acuerdo al artículo 198.5 de la citada ley. En ambos casos se extenderá un acta, de 

oficio o a solicitud del contratista, en la que se consignarán las circunstancias que la 

han motivado y la situación de hecho en la ejecución de aquel.” 

 

No obstante, el hecho de no mencionarse el artículo 208 de la LCSP no implica que el régimen 

indemnizatorio recogido en el mismo no se aplique. Al contrario, se aplica por defecto siempre 

que la documentación contractual no lo modifique. Por tanto, se trata de una cláusula no 

perjudicial para el contratista. 
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ADIF-AV 

En este caso, la cláusula 35 del PCAP de ADIF-AV es idéntica a la del PCAP utilizado por ADIF, 

que acabamos de ver: 

 
“La suspensión de la ejecución del contrato podrá acordarse por ADIF de 

conformidad con el artículo 190 de la LCSP, o tendrá lugar a solicitud del contratista 

de acuerdo al artículo 198.5 de la citada ley. En ambos casos se extenderá un acta, de 

oficio o a solicitud del contratista, en la que se consignarán las circunstancias que la 

han motivado y la situación de hecho en la ejecución de aquel.” 

 

Por tanto, se trata de una cláusula no perjudicial para el contratista. 

 

AENA 

La cláusula 50 del PCAP de esta entidad dice así: 

 

“Aena S.M.E., S.A., a través de la dirección facultativa del expediente llevará a cabo 

la inspección, comprobación y vigilancia para la correcta realización de las 

actividades contratadas, así como las oportunas instrucciones y normas técnicas. 

Si se acordase una suspensión de la ejecución del contrato, ya sea "temporal parcial", 

"temporal total" ó "definitiva" se deberá levantar la correspondiente acta de 

suspensión. 

Una vez desaparecidas las causas de la suspensión y sólo para los casos de "temporal 

parcial" y "temporal total", el director del expediente junto con el contratista 

levantarán la correspondiente acta de reanudación. 

En caso de suspensión temporal parcial de una o varias de las actividades 

contratadas, el contratista, a su cuenta, reorganizará sus trabajos para absorber los 

medios humanos y de equipos en otros trabajos, si ello fuera posible.” 

 

En principio, se trataría de una cláusula no perjudicial para el contratista, puesto que se 

aplicaría el régimen indemnizatorio previsto en la ley.  

No obstante, el último párrafo dispone que, si fuera posible, el contratista, a su cuenta, 

absorberá sus medios humanos y equipos en otros trabajos (ello, evidentemente, para 

disminuir la indemnización). 

 

Téngase en cuenta que los referidos conceptos son los de mayor importe de los previstos en el 

artículo 208.a) de la LCSP y que el hecho de que AENA urja a esa reorganización resulta 
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perjudicial para el contratista, máxime cuando añade un concepto tan subjetivo como el 

que “si ello fuera posible”, que dependerá de la apreciación que de ello haga la entidad 

contratante. En cualquier caso, dicha previsión no es contraria a la ley, ya que los contratos de 

Aena son de naturaleza privada. 

 

DGC 

Dependiendo del modelo de pliego, la cláusula 50 o 51 del Pliego-Tipo de Condiciones 

Administrativas Particulares de la DGC, establece lo siguiente: 

 

“La suspensión de la ejecución del contrato podrá acordarse por el órgano de 

contratación, de oficio o a solicitud del contratista, de conformidad con los artículos 

208 de la LCSP y 103 del RCAP. 

Acordada la suspensión, el órgano de contratación abonará al contratista los 

daños y perjuicios efectivamente sufridos por este con sujeción al punto 2 

del artículo 208 de la LCSP.” 

 

Se trataría de una cláusula no perjudicial para el contratista, puesto que se aplicaría el 

régimen indemnizatorio previsto en la ley. 
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9. Análisis de las cláusulas de revisión de precios. 

 

La revisión de precios aparece regulada en los artículos 103 a 105 de la LCSP. Con carácter 

general la revisión de precios será periódica y predeterminada, que es la que se realiza de forma 

reiterada en los plazos establecidos y siguiendo la fórmula prevista en los pliegos o en el 

reglamento de la ley de contratos.  

 

Resulta de aplicación a determinados concretos y costes tal y como establece el artículo 103.2 

LCSP: 

 

› Los poderes adjudicadores dependientes de la Administración General del 

Estado, en cuanto a las suspensiones del contrato por causas no imputables al 

contratista, se remiten al régimen indemnizatorio previsto en la LCSP 

› La única excepción en el ámbito de la AGE es AENA que, si bien se remite a la 

LCSP, insta al contratista a la reorganización de los medios personales y 

materiales a fin de disminuir el importe de la indemnización, siendo dicha 

previsión acorde a la naturaleza privada del contrato. 

› En cuanto a las entidades dependientes de la administración catalana, ICS y 

CatSalut se remiten al régimen indemnizatorio previsto en la LCSP, ya que sus 

contratos son de naturaleza administrativa. 

› No obstante, dentro del ámbito autonómico, los contratos de naturaleza 

privada de IGC disponen de un régimen indemnizatorio tendente a evitar 

abonar al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos. 

› En cuanto a las entidades analizadas dependientes del Ayuntamiento de 

Barcelona, B:SM y BIMSA, siendo sus contratos también de naturaleza 

privada, disponen de un régimen indemnizatorio tendente a evitar abonar al 

contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos. 

› Igualmente, en el ámbito local, IMHAB se remite al régimen indemnizatorio 

previsto en la LCSP, no implicando, por tanto, perjuicio para los contratistas. 

CONCLUSIONES SOBRE LA INDEMNIZACIÓN EN CASO DE 

SUSPENSIÓN POR CAUSAS NO IMPUTABLES AL CONTRATISTA 
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- No podrán tenerse en cuenta para la revisión los costes de (i) de amortización, (ii) 

financieros, (iii) gastos generales o de estructura y (iv) el beneficio industrial. 

 

- Por su parte, el coste de mano de obra solo será revisable para contratos distintos 

a los de obra o suministros de fabricación de armamento y equipamiento de las 

Administraciones Públicas cuando: (i) el periodo de recuperación de la inversión sea 

igual o superior a cinco años y (ii) el uso del factor trabajo sea considerada significativo, 

según límite establecido en el artículo 5 del RD 55/2017 (el incremento repercutible de 

los mismos no podrá ser superior al incremento experimentado por la retribución del 

personal al servicio del sector público, conforme a las Leyes de Presupuestos 

Generales del Estado) 

 

Los requisitos para que opere la revisión de precios son: 

 

- Existencia de una justificación previa en el expediente de contratación respecto a la 

previsión de revisión del precio del contrato.  

 

- El pliego reflejará o bien una fórmula - tipo de revisión (de las descritas en el RD 

1359/2011) o bien fijará una fórmula ad hoc que atenderá la naturaleza de cada contrato 

y la estructura y evolución de los costes de las prestaciones del mismo. La fórmula, en 

cualquier caso, será invariable durante toda la vigencia del contrato. 

 

- La revisión tendrá como fecha de partida la formalización del contrato, que deberá 

producirse a los tres meses de la finalización de la presentación de ofertas o a la fecha 

en la que termine dicho plazo de tres meses si la formalización se produce con 

posterioridad.  

 

- Para que la revisión periódica y predeterminada tenga lugar, deberá haberse ejecutado 

un 20% del contrato y haber transcurrido, dos años desde la formalización del contrato 

-antes de la modificación introducida por la Ley 11/2023- o un año desde la 

formalización -a partir de esta- (artículo 103.5 de la LCSP). 

 

- La redacción actual del mecanismo de revisión de precios se adapta a lo dispuesto en la 

Ley 2/2015, de forma que la revisión de precios ya no se hace con índices generales sino 

en función de índices específicos que operan por medio de fórmulas que reflejan los 

componentes de coste de la prestación contratada, tal y como dispone el preámbulo de 

la norma. 
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Siendo esta la configuración general, debido al efecto económico de la crisis sanitaria del 

COVID-19 nuestro gobierno adoptó medidas excepcionales como fue la aprobación del RD-L 

3/2022. Las novedades de esta normativa, de aplicación transitoria y limitada, han sido:  

 

- Establece una revisión excepcional no prevista en los pliegos, aunque limitada a los 

contratos de obras. 

 

- Se limita a contrato de obra en vigor23 a la entrada del RD-L 3/2022 y a contratos cuyo 

anuncio de adjudicación o formalización se publique en la plataforma de contratación 

en el periodo de un año desde la entrada en vigor y cuyo PCAP establezca una fórmula 

de revisión de precios. 

 

- Se permiten revisar precios en contratos de obras desde el primer día, sin 

que hayan transcurrido 1 año desde su formalización ni se haya ejecutado 

el 20% de la obra, durante toda la vigencia del contrato y hasta su finalización 

(artículo 7.1 del RD-L 3/2022).  

 

Esta es la principal característica de esta revisión excepcional, y que elimina los 

requisitos que impone el artículo 103.5 de la LCSPS permiten revisar precios en 

contratos de obras desde el primer día, sin que hayan transcurrido 1 año desde su 

formalización ni se haya ejecutado el 20% de la obra, durante toda la vigencia del 

contrato y hasta su finalización (artículo 7.1 del RD-L 3/2022).  

 

Esta es la principal característica de esta revisión excepcional, y que elimina los 

requisitos que impone el artículo 103.5 de la LCSP. 

 

- la revisión solo se aplicará a los contratos en donde “el incremento del coste de los 

materiales empleados para el contrato de obras haya tenido un impacto directo y 

relevante en la economía del contrato” (artículo 7.1 de la RD-L 3/2022) esto es, cuando 

el incremento del precio de materiales siderúrgicos, materiales bituminosos, aluminio 

 
23 El artículo 6.1 del RDL 3/2022, establece los casos susceptibles de revisión excepcional de precios en los contratos 
de obras: 
“Excepcionalmente, en los contratos públicos de obras, ya sean administrativos o privados, adjudicados por 
cualquiera de las entidades que formen parte del sector público estatal que se encuentren en ejecución, licitación, 
adjudicación o formalización a la entrada en vigor de este real decreto-ley, o cuyo anuncio de adjudicación o 
formalización se publique en la plataforma de contratación del sector público en el periodo de un año desde la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, se reconocerá al contratista la posibilidad de una revisión excepcional 
de precios siempre que concurra la circunstancia establecida en este real decreto-ley. 
(…)” 
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o cobre y los que recoge la Orden HFP/1070/2022 (cemento, materiales cerámicos, 

madera, plásticos, productos químicos y vidrio) una vez aplicada la fórmula exceda de 

un 5% del importe certificado del contrato en ese mismo período. 

 

- Se especifica que, el periodo a revisar no podrá ser inferior a 12 meses ni superior a 24. 

 

- La determinación del exceso del 5% se calcula según la fórmula dispuesta en el artículo 

7 RD-L 3/2022 y, cumplido este criterio, la determinación del importe a revisar por la 

administración lo será según fija el artículo 8 del RD-L 3/2022 que diferencia entre: (i) 

contratos con fórmula de revisión definida en el PCAP y (ii) contratos sin fórmula de 

revisión.  

 

En la práctica, la revisión excepcional de precios ha dado lugar una casuística muy amplia 

donde tanto contratistas como administraciones contratantes tienen problemas para 

determinar cuándo procede aplicar este instrumento lo cual ha derivado en sucesivas 

modificaciones del texto original del RD-L 3/2022 para adaptar los problemas detectados.  

 

Dicho lo cual y volviendo a la cuestión principal de este informe, la aplicación de la cláusula de 

revisión de precios prevista en la LCSP en los contratos analizados es bastante residual. 

 

Según refleja la gráfica 53, que se muestra más abajo -recoge tanto el número de contratos por 

cada poder adjudicador que contiene esta cláusula como el porcentaje que ello supone en cada 

caso sobre el total de contratos de naturaleza administrativa que tienen una duración superior 

a los 24 meses ya que los contratos son anteriores a la modificación de la LCSP en 2023-, se 

aprecia que, salvo excepciones -como pueden ser las Autoridades Portuarias o el Departamento 

de Salud, en que el número de las licitaciones que prevén la revisión casi se iguala-, 

mayoritariamente, los poderes adjudicadores no prevén la revisión de precios en los contratos. 

Es más, en abundantes ocasiones, aun cuando no se prevé la revisión, se determina, en caso de 

que el contrato fuera susceptible de revisión excepcional de precios, qué fórmula de las del RD 

1359/201124, sería de aplicación, en su caso.  

 

Dicha previsión resulta, a todas luces, innecesaria, pues el RDL 3/2022 prevé que en caso de 

no fijarse fórmula de revisión se deberá acudir a las que fija el RD 1359/2011. Por lo tanto, el 

 
24 Real Decreto 1359/2011, de 7 de octubre, por el que se aprueba la relación de materiales básicos y las fórmulas-

tipo generales de revisión de precios de los contratos de obras y de contratos de suministro de fabricación de 

armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas. 
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referido RDL de revisión extraordinaria no ha supuesto ningún cambio reseñable en cuanto al 

uso de esta cláusula en las licitaciones analizadas.  

 

Por otro lado, la falta de utilización de esta cláusula en una situación de incertidumbre alcista 

en cuanto al precio de los materiales como en la que nos encontramos implica que los poderes 

adjudicadores, conscientes de esta situación, encuentran preferible y más beneficioso para sus 

presupuestos evitar la revisión de precios periódica -es decir, la revisión de precios legalmente 

prevista- y optar por incluir las fórmulas de revisión para el supuesto de poder acceder a una 

revisión excepcional, toda vez que el importe a pagar por esta última va a ser mucho inferior a 

la prevista en la LCSP. 

 

Así, la revisión legal implica que cada año se ajustará el precio según sea oportuno, mientras 

que la revisión excepcional únicamente prevé un único pago que se aplicará en la certificación 

final de la obra como partida adicional (ex artículo 10 del RDL 3/2022) de tal manera que, para 

el periodo en el que se admita dicha revisión excepcional (que en ningún caso será superior a 

24 meses) se revisará el precio, al alza o a la baja según marquen los índices oficiales, pero sin 

que dicha revisión rija al resto de la duración del contrato. Es, por tanto, una revisión limitada 

en el tiempo. De esta manera, la Administración evita, de nuevo, remunerar adecuadamente a 

sus contratistas. 

 

 

Gráfica 53 - previsión de uso de la cláusula de revisión de precios 
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V. CONCLUSIONES 

 

Del estudio y análisis realizados podemos sacar una serie de conclusiones que apuntan en la 

línea de que, para poder gozar de un ecosistema de licitación de obra en Cataluña más saneado, 

en el sentido de tener una adecuada concurrencia y competencia, y favorecer que los 

contratistas puedan asumir el riesgo y ventura con ciertas garantías de que podrán, no solo 

ejecutar el contrato, sino también no poner en peligro su cuenta de resultados, habría que 

realizar algunos cambios en la forma de sacar a licitación estos contratos. 

 

Así, las principales conclusiones serían las que a continuación se exponen. 

 

Primera. - Respecto a los importes de licitación, según la segmentación efectuada -teniendo 

en cuenta que, en caso de contratos por lotes, se han clasificado los lotes de manera 

independiente a la totalidad del contrato- los entes locales o autonómicos tienen contratos con 

unos importes de licitación inferiores a los contratos de ámbito estatal.  

 

Los entes locales y autonómicos recurren con mayor frecuencia a la división de los contratos 

en lotes, motivo por el cual los contratos de las entidades estatales tienen presupuestos más 

elevados que dificultan la competencia a empresas con menor entidad que sólo podrían acceder 

en UTE.  

 

Segunda. - Respecto al sistema de retribución, algunos de los contratos se rigen por un 

sistema de precio unitario permitiendo el ajuste al final del contrato en caso de exceso de 

› Los poderes adjudicadores analizados son poco proclives a la revisión de 

precios. Si bien los entes estatales si tiene mayor predisposición que los locales 

o autonómicos. 

› La entrada en vigor del RD-L 3/2022, si bien si ha supuesto que el clausulado 

de los pliegos recoja la previsión de revisión excepcional, ello no ha supuesto un 

aumento en la previsión de este mecanismo. La referencia que se encuentra en 

dichos expedientes es inocua toda vez que la aplicación de la misma lo es por 

cumplimiento de los requisitos previstos en la ley y no por voluntad del ente 

adjudicador. 

CONCLUSIONES RELATIVAS A LA REVISIÓN DE PRECIOS 
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mediciones. Los contratos de obra con sistema de retribución a tanto alzado o precio cerrado, 

que incrementan los riesgos del contratista, son habituales en algunas entidades contratantes. 

No faltan, aunque son mucho más escasos, los contratos con una retribución mixta, en parte 

precio unitario para determinadas unidades de obra, precio alzado para otras. Al tipo de 

retribución hay todavía que añadir una cierta oscuridad de las cláusulas de los PCAPs que los 

regulan.   

 

En los contratos del ente local IMHAB, además de que la descripción del sistema de retribución 

es confusa y susceptible de mejora, el precio viene por lo general fijado a tanto alzado, al igual 

que AENA que, claramente, prefieren este sistema de retribución. Ya sea como mecanismo de 

sencillez a la hora de valorar ofertas para adjudicar o como elemento para ajustar, aún más si 

cabe, el precio del contrato, se trata de un sistema que, aunque debería ser de aplicación 

excepcional, abunda en los contratos de obra analizados.  

 

Por el contrario, el resto de los poderes adjudicadores de régimen local, IGC, Autoridad 

Portuaria, ADIF y DGC, optan por el sistema de precio unitario, permitiendo el ajuste a la 

realidad de lo verdaderamente ejecutado por el contratista. 

 

Tercera. - No es posible obtener una relación inequívoca entre el presupuesto de los contratos 

y el número de licitadores.  

 

Con carácter general, las mayores concentraciones de licitadores se producen en los importes 

medios, siendo menores en los contratos de importes bajos y también en los de importes más 

altos. 

 

Cuarta. - El número de licitadores no parece verse afectado por la duración de los contratos. 

Únicamente en los contratos de las Autoridades Portuarias, a mayor duración se produce una 

menor participación. 

 

Quinta. - El precio de las ofertas que resultan adjudicatarias está próximo a los presupuestos 

base de licitación, no apreciándose, en general, grandes bajas.  

 

Como elemento común a todos los procedimientos de licitación, a partir de febrero de 

2022, las bajas cayeron en picado, abundando las ofertas con bajas del 0%. 

Durante todo el periodo analizado las bajas en los contratos del departamento de Salud han 

sido puramente simbólicas, lo que se puede achacar al número limitado de empresas que 

cuentan con la solvencia técnica exigida y, por tanto, la menor competencia. También lo 
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ajustado del precio tiene que ver con este resultado.  

 

En cualquier caso, destacamos que los entes del Estado se han adaptado mejor a las 

circunstancias económicas alcistas que los entes autonómicos y locales, 

apreciándose mayores bajas en las ofertas presentadas en estas licitaciones. 

 

Sexta. - En cuanto a la concurrencia de licitadores, la tendencia ha sido a la baja 

en el tiempo analizado, dato este que debemos poner en conexión con la mayor 

aproximación de los precios ofertados por los licitadores a los  presupuestos de licitación y la 

falta de ajuste de estos a las condiciones alcistas del mercado ante la subida de precios en las 

materias primas de la construcción. 

 

Excepcionamos de la afirmación anterior a las licitaciones del ámbito estatal, ya que las 

entidades pertenecientes al mismo, aunque tampoco han partido de precios de mercado, se 

han ajustado mejor en sus licitaciones a la tendencia alcista de los precios. 

 

En cuanto a las licitaciones declaradas desiertas, su número aumentó en los 

meses de julio a diciembre de 2022 respecto del periodo anterior. De los contratos que sí 

han sido objeto de licitación en 2023 y que aquí se han analizado, la incidencia sigue siendo 

más elevada que en el año 2021 pero más baja que en el año 2022. 

 

Séptima. - El precio presupuestado de los materiales analizados es, en todos los 

casos, inferior al de mercado en el periodo analizado. Esto se ha evidenciado tanto en 

las entidades dependientes de la Administración General del Estado como en las entidades 

locales y autonómicas estudiadas. 

 

El mayor desencuentro entre precios se ha apreciado, en el periodo analizado en 

Infraestructures de la Generalitat de Catalunya, SAU (IGC), donde los precios tan 

relevantes y comunes en obra como son los del acero y del hormigón no han 

aumentado, manteniéndose estables -sin que se prevea actualización- durante el 

periodo analizado, con el consiguiente desfase en relación con el mercado.  

 

Por su parte, las entidades locales y los entes estatales muestran una tendencia de evolución 

de precios paralela a la del mercado, siendo sus precios, aunque inferiores, más próximos a los 

reales. 

 

En cualquier caso, parece que los entes del Estado se han adaptado mejor a las 
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circunstancias económicas alcistas que los entes autonómicos. 

 

Octava. - En cuanto al precio como criterio de evaluación de ofertas, los pliegos, en 

general, priman el precio sobre el resto de los criterios, con desprecio de otros 

factores que pueden redundar en la calidad. Algunas de las entidades analizadas únicamente 

toman como criterio de valoración el precio. Las entidades locales han optado por combinar el 

precio con otros criterios de baremación.  

 

A ello hay que añadir que las fórmulas de valoración analizadas propician ofertas 

incursas en temeridad, al ofrecer la mejor puntuación para las ofertas más bajas con 

independencia de cuál sea la baja media. De esta manera se pervierte el espíritu de la ley 

y la necesidad de considerar otros factores para mantener una correcta relación calidad-precio 

de las obras públicas.  

 

Novena. - En cuanto a las cláusulas de aseguramiento exigidas y analizadas, hemos visto que, 

en general, existe un amplio margen de los órganos de contratación a la hora de fijar las 

coberturas y los importes asegurados, sobre todo en lo que se refiere a las pólizas de 

Responsabilidad Civil, sin que pueda apreciarse, en muchos casos, la relación que guarda esta 

exigencia con el contrato en cuestión. 

 

Los importes asegurados en muchas ocasiones no guardan relación con el importe de 

adjudicación o el presupuesto de licitación. Por otro lado, a pesar de que en los contratos 

administrativos los supuestos de fuerza mayor corren a cargo de la Administración, que es la 

que debe indemnizar al contratista, aquella exige que se cubran estos riesgos con seguros de 

construcción. Todo ello conduce a sobrecostes en el capítulo de primas de seguros 

que inciden en una menor rentabilidad de los contratos en los que esto sucede. 

 

Décima. - En cuanto al establecimiento de penalidades en los pliegos de las diferentes 

entidades adjudicadoras analizadas, hemos observado, por un lado, que aquellas dependientes 

de la Administración General del Estado reducen los supuestos a los previstos en la Ley de 

Contratos, por lo que la incidencia de esta cuestión en la concurrencia o el resultado económico 

del contrato no tiene incidencia alguna. 

 

Sin embargo, los pliegos de los entidades adjudicadoras dependientes de la Generalitat de 

Catalunya o del Ayuntamiento de Barcelona, despliegan una casuística muy detallada  que 

alcanza a casi cualquier posible incidencia en la ejecución de los contratos. En consecuencia, 

la incertidumbre sobre la incidencia económica real en estos supuestos para los 
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contratistas consideramos que es muy elevada y que, fácilmente, en la ejecución de uno 

de los contratos de estas entidades puede suponer un sobrecoste importante e imprevisible 

dado que, a priori, no se sabe cómo se va a desarrollar la ejecución del contrato ni qué 

vicisitudes se van a encontrar. Esto genera incertidumbres, que deberían tratar de 

eliminarse.  

 

En definitiva, creemos que un despliegue tan meticuloso y extenso del catálogo de 

incumplimientos, demoras y las penalidades asociadas, actúan como barrera de 

entrada y pueden resultar contrarios al favorecimiento de la concurrencia, 

máxime cuando los precios no se actualizan a los de mercado, y de la obtención de la mejor 

calidad-precio por parte de los entes adjudicatarios que así actúan. 

 

Undécima. - En lo que se refiere al régimen indemnizatorio en relación con las suspensiones 

del contrato por causas no imputables al contratista, debemos distinguir entre las entidades 

que son Administración Pública a efectos de la LCSP y las que no lo son. 

 

Entre las primeras, todas ellas se remiten al régimen indemnizatorio previsto en el artículo 

208 de la LCSP, por lo que son cláusulas no perjudiciales para el contratista.  

 

Cuando se trata de contratos privados, en el ámbito de la Administración General del Estado, 

el régimen indemnizatorio de AENA  se remite a la LCSP, pero aun así insta al contratista a la 

reorganización de los medios personales y materiales a fin de disminuir el importe de la 

indemnización. Sin embargo, en el caso de las autoridades portuarias, se remiten, lisa y 

llanamente, al régimen legal visto. 

 

En cuanto a la Administración autonómica catalana, IGC dispone un régimen indemnizatorio 

tendente a evitar abonar al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos. Esto 

debería ser objeto de estudio para su modulación 

 

Por último, en el ámbito del Ayuntamiento de Barcelona, B:SM y BIMSA disponen de un 

régimen indemnizatorio tendente a evitar abonar al contratista los daños y perjuicios 

efectivamente sufridos. Esto, al igual que decíamos en el caso de IGC, debería ser objeto de 

estudio para su modulación 

 

Decimosegunda. - El uso de las cláusulas de revisión de precios es muy residual, 

en términos generales, en los contratos con un periodo de duración superior a 

veinticuatro meses, si bien las entidades dependientes de la Administración General del 
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Estado tienen mayor predisposición a su inclusión que las entidades locales o autonómicas. 

 

Por su parte, la entrada en vigor del RDL 3/2022, desde mediados de 2022, no ha incitado la 

inclusión en los contratos del mecanismo ordinario de revisión de precios. En general, los 

poderes adjudicadores se han limitado a hacer expresa referencia al mecanismo extraordinario 

de la revisión de precios (lo que resulta innecesario por ser de aplicación automática) pero no 

han recurrido con mayor frecuencia a la revisión ordinaria, aun a sabiendas de que la situación 

alcista podía seguir extendiéndose una vez agotada la revisión extraordinaria.  

 

Creemos que la previsión de cláusulas de revisión de precios, sobre todo en el actual escenario 

inflacionista y de enormes subidas de precios en las materias primas y materiales de 

construcción, es un factor de enorme importancia para facilitar que la concurrencia en las 

licitaciones de contratos de obra se haya visto disminuida. Podemos ver que, en dicho escenario 

alcista, la falta de uso de esta cláusula lo es en perjuicio del contratista, ya que impide que la 

contraprestación se ajuste a los precios que, por haber crecido más allá de lo previsible de 

acuerdo con las cifras de los años anteriores, no pudo tener en cuenta el contratista a la hora 

de formular su oferta. La introducción de cláusulas de revisión impide que circunstancias 

económicas que nadie pudo prever impidan el buen fin del contrato y su correcta ejecución. 

Por ello, lo deseable sería que todos los contratos públicos de obras incluyeran de forma 

obligada una cláusula de revisión de precios.  

 

 

 

› Para poder gozar en Cataluña de unas licitaciones de contratos de obra de 

calidad, que cuenten con una adecuada concurrencia y competencia, 

favoreciendo que los contratistas puedan asumir el riesgo y ventura con 

ciertas garantías de que podrán, no solo ejecutar el contrato, sino también 

no poner en peligro su cuenta de resultados, habría que realizar algunos 

cambios, tal y como se deja expresado en el presente informe y se resume 

a continuación. 

› Con carácter general, ninguno de los presupuestos base de licitación 

analizados se han ajustado a los precios de los distintos elementos que 

componen la prestación, tal y como deberían haber hecho.  

RESUMEN EJECUTIVO  
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Cuanto antecede, salvo error u omisión involuntarios, constituye nuestra opinión, que gustosamente someto a 

cualquier otro criterio mejor fundado en Derecho. 

El presente informe constituye nuestra opinión y se emite a la vista de la información y documentación disponible 

y ofrecida por el cliente, a modo de valoración jurídica de las cuestiones planteadas por la CAMBRA DE 

CONTRACTISTES D´OBRES DE CATALUNYA, quedando sujeta a las limitaciones y reservas que han sido 

expresamente reseñadas. 

 

 

 

  

 

José Vicente Morote Sarrión    Silvia del Saz Cordero.  

Socio-Director de Andersen Iberia.    Catedrático de Derecho Administrativo.  

Director Legal Europeo de Andersen.   Ex letrada del Tribunal Constitucional. 

Miembro del Global Board de Andersen.   Of Counsel de Andersen Iberia.  

› Aun así, en las licitaciones de las entidades de la Administración General del 

Estado ha habido mayores bajas y una participación más elevada que en las de 

los entes locales y autonómicos. Ello indica un mayor esfuerzo de la 

Administración General del Estado por ajustar los precios al mercado que el 

resto de las entidades. 

› También la Administración General del Estado, en general, perjudica menos a 

los contratistas en cuanto al establecimiento de condiciones contractuales por 

ajustarse a las previsiones de la LCSP -en cuanto a penalidades o 

indemnizaciones por causas no imputables al contratista-; en contra, licita 

menos contratos por lotes y otorga más importancia al precio respecto a otros 

criterios de valoración de ofertas. 

Por el contrario, las entidades autonómicas y locales exigen condiciones de 

contratación más duras en sus licitaciones, si bien muestran un esfuerzo por 

ajustarse a las circunstancias concretas de cada prestación licitada.  

› La cláusula de revisión de precios es un mecanismo muy poco empleado en la 

generalidad de las licitaciones analizadas, situación que, a la vista de las 

circunstancias económicas actuales, debería corregirse. 

 

RESUMEN EJECUTIVO  


